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Lectura, discusión, y en su caso, aprobación de dictámenes en cartera: 
 
A.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos 

Constitucionales y Justicia y de Energía y Minas, con relación al un oficio de la 
Diputada Angelina Carreño Mijares, Secretaria de la Mesa Directiva de la Cámara 
de Diputados del Congreso de la Unión, mediante el cual envía copia del 
expediente relativo a la minuta con proyecto de decreto por el que se reforman y 
adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. (en materia de energía) 
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DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Energía y Minas de 

la Quincuagésimo Novena Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de 

Zaragoza, relativo oficio enviado por la Diputada Angelina Carreño Mijares Secretaria de la Mesa Directiva de la 

Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, mediante el cual remite una Minuta con proyecto de decreto por el 

que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 

materia de energía; y,   

 

R E S U L T A N D O 

 

PRIMERO.-  Que por instrucción del Presidente de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso el día 13del mes de 

diciembre del año en curso, se acordó turnar a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y 

Justicia y de Energía y Minas, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia. 

 

SEGUNDO.-Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos 

Constitucionales y Justicia y de Energía y Minas, Iniciativa; y,   

 

C O N S I D E R A N D O 

 

PRIMERO.- Que estas Comisiones, con fundamento en los artículos 68, 87 y demás relativos de la Ley Orgánica 

del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen. 

 

SEGUNDO.-Que la minuta con proyecto de decreto, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:   

 

     ANTECEDENTES 
 

 

1. El 31 de julio de 2013, el Diputado Luis Alberto Villarreal García y el Senador Francisco 

Domínguez Servién, ambos integrantes de los Grupos Parlamentarios del Partido Acción Nacional, 

presentaron en la sesión de la Comisión Permanente, una Iniciativa con Proyecto de Decreto que 

reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones a los artículos 25, 27 y 28 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos a nombre de sus respectivos grupos parlamentarios. 

 
 

Con esa misma fecha, la Iniciativa en cuestión fue turnada a las Comisiones Unidas de Puntos 

Constitucionales, de Energía y de Estudios Legislativos Primera, para su estudio y dictamen 

correspondiente. 
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2.  El 14 de agosto de 2013, el Titular del Poder Ejecutivo Federal envió a la Comisión Permanente una 

Iniciativa de Decreto por el que se reforman los artículos 27 y 28 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

 
 

En esa misma fecha, la Iniciativa en cuestión fue turnada a las Comisiones Unidas de Puntos 

Constitucionales, de Energía y de Estudios Legislativos Primera, para su estudio y dictamen 

correspondiente. 

 
 

3. El 20 de agosto de 2013, los senadores integrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la 

Revolución Democrática presentaron en la sesión de la Comisión Permanente una Iniciativa que 

Crea, Adiciona, Modifica y Deroga Diversas Disposiciones Jurídicas en Materia del Sector 

Energético Nacional. 

 
 

Con esa misma fecha, la Iniciativa en cuestión fue turnada a las Comisiones Unidas de Energía y 

de Estudios Legislativos Primera, para su estudio y dictamen correspondiente. Por contener temas 

coincidentes con las dos iniciativas objeto del presente Dictamen, estas Comisiones 

Dictaminadoras han decidido tomar en cuenta algunos de sus planteamientos para enriquecer el 

proyecto de Decreto que por este conducto se somete a la Honorable Asamblea. 

B. DESCRIPCIÓN DE LAS INICIATIVAS  

B.1 Iniciativa del Partido Acción Nacional 

 
Consideraciones generales de la Iniciativa 

 
 

La Iniciativa afirma que el sector energético de México se encuentra en un momento coyuntural. Los 

retos que se tienen en materia de desarrollo de los hidrocarburos,  abastecimiento  de  la  energía  

eléctrica  y  combate  al  cambio climático son desafíos que rompen los paradigmas que han dominado 

hasta ahora el debate nacional. Estos retos deben atenderse con premura y con acciones 

contundentes, realizando cambios estructurales y de diseño institucional, a través de una reforma 

integral que recoja los objetivos que deben estar contemplados en toda política energética moderna: 

seguridad de suministro, competitividad, sustentabilidad y viabilidad fiscal. 

 

LaIniciativaconsideraqueelpaísrequieredeuncambioprofundoenelmodelo de gestión y organización del 

sector energético en su conjunto, pues el actual llegó a su límite y se encuentra en franco agotamiento, 
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puesto que no responde a las necesidades presentes de la sociedad mexicana y es incapaz de 

adecuarse a los constantes cambios endógenos y exógenos que ponen en riesgo la seguridad 

energética, las finanzas públicas, los programas sociales y la calidad de vida de la sociedad mexicana. 

 
 

La Iniciativa afirma además, que México ha esperado por muchos años reformas estructurales de gran 

calado, que nos pongan entre las mejores economías del mundo y que garanticen un futuro próspero 

para las próximas generaciones. Sin embargo, las visiones sesgadas y los intereses mezquinos de 

unos cuantos no han permitido concretar dichas reformas, por lo cual es necesario llevar a cabo un 

cambio en el paradigma actual de las inversiones, en el aprovechamiento de los recursos naturales y 

en el modelo de las finanzas públicas, pues la extrema dependencia de éstas a los ingresos petroleros 

nos colocarán en pocos años en una situación crítica. 

 
 

Para  lograr  lo  anterior,  la  Iniciativa  del  Partido  Acción  Nacional  propone  un paquete de reformas 

a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos encaminadas fundamentalmente, según se 

dice, a otorgar al Estado los elementos necesarios para aprovechar al máximo todos los recursos con 

los que el país cuenta, allegarse de nuevas tecnologías y de inversiones productivas, acabar con los 

monopolios de Estado, ofrecer a los ciudadanos mejores condiciones de vida, en un ambiente de libre 

competencia que detone nuevas fuentes de trabajo y el crecimiento de oportunidades de desarrollo de 

energías limpias, baratas y eficientes, reducir el  costo de la energía eléctrica y consolidar nuestra 

independencia energética. 

 

Se dice en la Iniciativa propuesta, que ésta tiene el objetivo de recuperar la competitividad de México 

perdida en los últimos años, y especialmente, hacer frente al fenómeno de industrialización que se está 

observando en los Estados Unidos de América: de acuerdo con el índice de competitividad 

internacional 2013, elaborado por el Instituto Mexicano para la Competitividad, A. C.,(IMCO) México se 

encuentra en el lugar 32 de 46 países seleccionados, teniendo su mejor calificación en el año 2005 en 

donde se ubicó en el lugar 29. Por su parte, Estados Unidos ha comenzado una nueva etapa de 

industrialización, particularmente porque los nuevos proyectos de gas natural lo han abaratado, 

atrayendo por esta causa a muchas factorías que en el pasado se habían instalado en otros países. 

 
 

Se comenta que es tal el auge que está teniendo la industria del gas natural, que sus importaciones 

han disminuido considerablemente a partir del año 2000, como consecuencia del aprovechamiento 

extractivo por parte de las nuevas empresas gaseras establecidas en los Estados Unidos. Así, de 

mantenerse la tendencia en la que se encuentra actualmente, se espera que para el año 2020 dicho 

país se convierta en exportador neto de gas natural. 
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Específicamente, la Iniciativa señala que la producción de gas natural en los Estados Unidos de 

América aumenta 1.3% al año, lo que le permitirá superar su consumo interno para el año 2019, 

estimulando así las exportaciones netas de gas natural, mismas que crecerán a 3.6 billones de pies 

cúbicos para el año 2040. 

 
 

Finalmente, el estudio del IMCO citado por la Iniciativa, refiere que gracias al gas natural,  los  Estados  

Unidos  tendrán  una  mayor  inversión  en  los  sectores intensivos en energía como la metalurgia, la 

industria química y las manufacturas pesadas. Asimismo, que la explotación del gas de lutitas ya 

representa 600,000 empleos y 77,000 millones de dólares en valor agregado para aquella Nación. 

 

 

Así, se estima que dicho país podría generar un millón de empleos manufactureros en los próximos 

años gracias al abaratamiento del gas natural. 

 
 

Por otro lado, la Iniciativa del Partido Acción Nacional afirma que diversos países como Noruega, 

Brasil, Colombia, Arabia Saudita e incluso Cuba, tienen esquemas que permiten la participación del 

sector privado en los diversos procesos de su industria petrolera, lo cual ha sido un elemento 

importante para detonar su competitividad, destacando un comparativo elaborado por el IMCO, 

respecto de esos países, en el que se da cuenta de la participación del Estado y del sector privado. 

 

Por lo anterior, la Iniciativa concluye que a diferencia de otros países, México prácticamente tiene 

cerradas las puertas a cualquier tipo de inversión del sector privado en la cadena productiva de los 

hidrocarburos, lo cual nos coloca en una situación de desventaja frente a los otros países 

competidores. 

 

Esto es así, porque ni el Estado mexicano ni ningún otro cuentan con la capacidad económica para, por 

sí solos, adquirir y desarrollar la tecnología que les permita la exploración y explotación de 

hidrocarburos en aguas profundas, o bien, para potencializar  al  máximo  el  uso  del  gas  natural,  del  

cual  México  tiene  en abundancia. 

 
 
 

Según se dice en la iniciativa, se estima que para el 2020 la demanda mundial de energía aumentará 

un 50% y la exploración y desarrollo de nuevos yacimientos requerirá una inversión de 100,000 

millones de dólares por año en toda la industria petrolera. Los países que dependen de la actividad 

petrolera tienen un plazo perentorio para aprovechar esta riqueza natural, dada la inevitable aparición 
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de fuentes alternas de energía. Por ello, debido a su situación geográfica ya su disponibilidad de 

reservas, México tiene una oportunidad que se debe aprovechar durante los próximos 20 o 30 años. 

Después de este lapso el petróleo tendrá un valor mucho más bajo. 

 
 

La Iniciativa apunta que la tendencia de Petróleos Mexicanos (PEMEX) en los últimos 10 años muestra 

una caída en la producción de prácticamente todas las actividades operativas de la paraestatal. Lo 

anterior puede tener diversas justificaciones, entre ellas, el agotamiento de los recursos naturales con 

los que se cuenta, la falta de inversión en diversas áreas de producción de PEMEX, la falta de 

tecnología y la falta de exploración y explotación en lugares en los que el Estado mexicano no cuenta 

con las posibilidades tecnológicas y de inversión requeridas. 

 
 

En cualquier caso, lo que es claro para la Iniciativa es la urgente necesidad de mayor inversión en el 

sector energético del país, particularmente en materia de petróleo y de hidrocarburos pues, de 

continuar con esta tendencia para el año 2020, las reservas de hidrocarburos disponibles se 

encontrarán en una situación crítica. 

 
 

En lo que respecta a las reservas probadas, la Iniciativa observa que 83% de éstas se encuentran en 

campos en franca declinación o cerca de alcanzar su punto inicial de declinación. Esto se ha traducido 

en la caída en la producción de crudo  ya  mencionada.  La  única  región  que  no  presentará  

declinación  en  el mediano plazo es Chicontepec, pero ello es debido a que se trata de un proyecto en 

etapa inicial. En términos de producción de crudo, Cantarell, Ku-Maloob-Zaap, Samaria Luna, Marina 

Suroeste y Bellota Jujo aportaron en 2008 el 92% de la producción total. La trayectoria de declinación 

de estos activos indica la relevancia y urgencia de buscar proyectos alternativos que permitan sostener 

los niveles de producción actuales. Para 2012 la producción de estas cuencas disminuyó en cerca de 

800 mil barriles diarios; para 2018, se reducirá en 1.5millones de barriles diarios; y para 2021, en 1.8 

millones de barriles diarios. Esto, ya considerando incrementos en las tasas de recuperación. 

 

B.2 Iniciativa del Titular del Poder Ejecutivo Federal 
 
 

El  Ejecutivo  Federal  motiva  su  iniciativa  en  las  ideas  fundamentales  de  las reformas del 

Presidente Lázaro Cárdenas, consecuentes con la expropiación petrolera de 1938, “destacando que la 

propiedad yel dominio directo del petróleo y de todos los carburos de hidrógeno sólidos, líquidos o 

gaseosos, en el subsuelo, son y seguirán siendo de la Nación”. 

 
 

De forma análoga, “se retoman las ideas que guiaron las reformas legales cardenistas  en  materia  
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eléctrica,  que  buscaban  el  desarrollo  de  un  sistema nacional eléctrico basado en principios 

técnicos y económicos, bajo la conducción y regulación del Estado”. 

 
 

La Iniciativa se sustenta en los siguientes ejes estratégicos: 
 

 
i) Fortalecimiento del papel del Estado como rector de la industria petrolera: dotar al Estado 

de nuevas herramientas para la definición y conducción de la política energética del país, que 

permitan una adecuada y prudente administración del patrimonio petrolero nacional; 

 
 

ii) Crecimiento Económico: aprovechar los recursos energéticos a favor de una mayor inversión y 

generación de más empleos, mediante el abasto de energía en cantidades suficientes y a costos 

competitivos; 

 
 

iii) Desarrollo Incluyente: democratizar la productividad y la calidad de vida de la población en las 

distintas regiones del país; 

 
 

iv) Seguridad Energética: aprovechar la disponibilidad de energía primaria en el territorio nacional 

para lograr la procuración continua, diversificada y económica del suministro energético para 

ésta y las siguientes generaciones; 

 

v) Transparencia: garantizara los mexicanos el adecuado acceso a la información sobre la 

administración del patrimonio energético nacional, y 

 
 

vi) Sustentabilidad y Protección del Medio Ambiente: mitigar los efectos negativos que la 

producción y el consumo de energías fósiles puedan tener sobre la salud y el medio ambiente, 

mediante la mayor disponibilidad de fuentes de energía más limpias. 

 
 

Retos en materia de hidrocarburos 

 
Exploración y extracción 

 
La Iniciativa apunta que si bien en los últimos años se ha tenido un mayor ritmo de inversión en la 

industria, ello no se ha traducido en mayor producción. Es decir, se ha gastado más en la búsqueda y 

extracción de petróleo, pero se ha producido menos. Al respecto, la Iniciativa parte de un hecho 

innegable: el petróleo de fácil acceso se está acabando, tanto en México como en el resto del mundo. 

Es el caso de Cantarell, el principal campo mexicano que se está agotando. Afortunadamente, el país 

cuenta con reservas probadas para 10 años de producción,  ubicadas  mayoritariamente  en  las  aguas  
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someras  del  Golfo  de México, en donde Pemex cuenta con amplia experiencia. Esto da un margen de 

tiempo suficiente para buscar y confirmar la existencia de reservas y recursos prospectivos de nuevos 

yacimientos y, eventualmente, convertirlos en producción. 

 
 

El mayor reto exploratorio es reclasificar los recursos prospectivos, los cuales en su mayoría están 

localizados en yacimientos de gran complejidad que demandan capacidades de ejecución e inversión y 

que sólo se pueden alcanzar con la concurrencia de diversas empresas petroleras. Además, la 

Iniciativa considera que no es conveniente que Pemex asuma por sí la totalidad de los riesgos 

inherentes a estas nuevas actividades. 

 

En materia de producción de hidrocarburos, la Iniciativa sostiene que un reto adicional que se tiene es 

aumentar el factor de recuperación de los campos maduros, para lo cual se requerirá el uso intensivo 

de técnicas de recuperación mejorada. 

 
 

En el caso del gas y crudo de lutitas, la Iniciativa señala que los retos técnicos y de capacidad de 

ejecución son significativamente mayores que los que se enfrentan en yacimientos convencionales, 

porque la productividad por pozo es mucho  menor,  los  costos  son  considerablemente  mayores  y  

su  producción requiere una mayor capacidad de ejecución. 

 
 

México aún está por detonar su potencial en yacimientos de este tipo y por aprovechar sus beneficios. 

Si se toma como referencia a los Estados Unidos de América, nuestro mayor socio comercial, en 2012 

su gobierno otorgó 9,100 permisos de perforación a 170 empresas en yacimientos de petróleo y gas de 

lutitas; en contraste, en México se perforaron sólo 3. Asimismo, la producción de gas de lutitas ha 

aumentado ocho veces en Estados Unidos desde el año 2000, al grado tal que en la actualidad 

representa cerca del 40% de la producción de gas natural en dicho país. 

 
 

Por otro lado, la Iniciativa del Ejecutivo Federal sostiene que la exploración y extracción de 

hidrocarburos en aguas profundas (es decir, la que se lleva a cabo en tirantes de agua mayores a 500 

metros) conlleva un riesgo significativamente mayor al de aguas someras (tirantes menores a 500 

metros) o en tierra. 

 
 

Adicionalmente, los costos de perforación en aguas profundas son aproximadamente 10 veces 

mayores a las correspondientes en aguas someras y 100 veces mayores a los de yacimientos 

terrestres, con el agravante de que las perforaciones tienen probabilidades de éxito menores. 
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En la parte del Golfo de México que corresponde a los Estados Unidos, en 2012 se perforaron 137 

pozos con profundidades superiores a 500 metros, mientras que en México esta cifra apenas ascendió 

a 6. También es importante hacer notar que en Estados Unidos participan más de 70 empresas en 

estas actividades, mientras que en México el riesgo y la responsabilidad recae sólo en Pemex. 

 
 

Si se considera solamente a los pozos "ultra profundos" (de más de 1,500 metros detirante de agua) los 

cuales corresponden a las características de nuestras aguas territoriales, se observa que Pemex 

apenas comenzó actividades de perforación en 2010. Así, desde ese año, tenemos que se han 

perforado anualmente 52 pozos en tales aguas en los Estados Unidos de América, contra sólo 5 en la 

parte mexicana. 

 
 

La Iniciativa reconoce que los trabajos en aguas profundas requieren de conocimientos muy 

especializados para desarrollar, administrar y operar las tecnologías que se emplean en este tipo de 

yacimientos; estas técnicas sólo son comparables a las empleadas en la aeronáutica espacial, debido a 

las condiciones extremas en que debe trabajarse en el fondo del mar en términos de presión, 

temperatura, corrientes marinas y eventos meteorológicos en la superficie. 

 
 

Por las grandes inversiones requeridas, el alto riesgo de que el hallazgo no sea comercialmente 

atractivo y la necesidad de un desarrollo tecnológico de alta especialidad, la práctica internacional más 

extendida es que las empresas realicen operaciones en aguas profundas con esfuerzos compartidos, 

por lo que en opinión de la Iniciativa debería dársele a Pemex la oportunidad de actuar en condiciones 

similares a las de otros operadores petroleros. Asimismo, considera que también es conveniente darle 

al país la oportunidad de contratar a otros operadores petroleros para campos convencionales y no 

convencionales, con el objeto de que la extracción de nuestros recursos pueda darse en las mejores 

condiciones para el país. 

 
 

Seguridad energética de la Nación 
 
 
 

La Iniciativa del Ejecutivo Federal afirma que la falta de un marco jurídico que deje claro que los 

recursos naturales con que cuenta el país deben aprovecharse y explotarse de manera que se 

garantice la seguridad energética, ha traído como consecuencia que se tenga una producción 

insuficiente de petróleo y gas natural, lo que junto con las crecientes importaciones de gasolinas, 

diésel, gas y petroquímicos, ha erosionado la seguridad energética de la Nación. De seguir con la 

tendencia actual, México se convertirá en un país importador neto de hidrocarburos en el futuro 

próximo. 
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A  manera  de  ejemplo,  en  relación  con  el  gas  natural,  las  importaciones  han crecido 

considerablemente en los últimos 15 años; entre 1997 y 2012, las importaciones de gas natural 

subieron de 3% a 33% del consumo nacional. Este fenómeno se ha incrementado a partir de 2008, 

debido a la disminución del precio del gas natural en Norteamérica. 

 
 

Por  otro  lado,  al  31  de  diciembre  de  2012,  la  infraestructura  de  gasoductos contaba con una 

longitud de 11,131 kilómetros y una capacidad para transportar aproximadamente 5,000 millones de 

pies cúbicos diarios. De 1995 a la fecha, la extensión de la red de gasoductos en México se ha 

incrementado sólo en 18.3% (1,789 km). Es decir, cerca de un punto porcentual al año, lo que ha sido 

insuficiente para el desarrollo del país. En noviembre de 2012, el Sistema Nacional de Gasoductos 

alcanzó su tope máximo de transporte, lo que ha limitado la importación de gas natural por ductos y ha 

resultado en problemas de abasto de gas natural, mismo que se ha tenido que racionar a los 

consumidores industriales, quienes literalmente han tenido que parar las fábricas, afectando la 

productividad y el empleo. 

 
 

En materia de productos refinados y petroquímicos, se está viviendo una paradoja que enfrentan 

México y otros países con recursos en materia de hidrocarburos. No obstante los grandes volúmenes 

de hidrocarburos en el subsuelo, o incluso ya extraídos del mismo, se tiene una gran dependencia de 

combustibles e insumos petroquímicos importados de otros países, en virtud de la limitada capacidad 

de refinación y transformación en relación a la producción petrolera. 

 
 

En México, en 2012 se contaba con una producción diaria de 2.5 millones de barriles de petróleo crudo 

y sólo se refinaron 1.2 millones de barriles al día, teniendo que importar aproximadamente la mitad de 

las gasolinas y una tercera parte del diésel que se consumen en el país. Mientras que en 1997 las 

importaciones de gasolinas representaban el 25% del consumo nacional, para 2012 alcanzaron el 49%. 

 

 
Debido a la falta de infraestructura, parte de los hidrocarburos, en particular los productos petrolíferos, 

son transportados de manera poco eficiente y con un costo elevado. El uso de carro-tanques y auto-

tanques para el transporte de gasolinas, los cuales son, respectivamente, 6 y 13.5 veces más costosos 

que el uso del ducto, aumentó de 9.3% a 11.2% del total de volumen transportado de 2011 a 2013. 

 

 
En el caso de la petroquímica la situación es similar; las importaciones netas representan 

aproximadamente el doble de la producción nacional y el transporte de estos productos resulta 
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ineficiente. 

 

Evolución del marco jurídico 
 
 

La Iniciativa sostiene que en el artículo 27, de la Constitución de 1917, se plasmó el régimen de la 

propiedad y dentro de éste, el dominio de la Nación de todos los minerales o sustancias que en vetas, 

mantos, masas o yacimientos, constituyan depósitos cuya naturaleza  sea  distinta  de  los  

componentes  del  terreno,  entre otros, el petróleo y todos los carburos de hidrógeno sólidos, líquidos o 

gaseosos. La disposición de entonces facultaba al Gobierno Federal a otorgar concesiones, figura bajo 

la cual los particulares podrían aprovechar bienes del dominio de la Nación, con la condición de que se 

establecieran trabajos regulares para la explotación de dichos elementos. Así, se preveía la posibilidad 

de que los particulares extrajeran para su aprovechamiento el petróleo y demás hidrocarburos, bajo la 

figura de la concesión. 

 
 

La primera reforma energética de México fue impulsada por el Presidente Lázaro Cárdenas, quien el 22 

de diciembre de 1938, envió una Iniciativa de reforma constitucional al Congreso de la Unión, misma 

que fue aprobada en sus términos y publicada en el Diario Oficial de la Federación el 9 de noviembre 

de 1940.El modelo de organización industrial aprobado entonces fue el siguiente: 

 
 
• La exclusividad del Estado sobre la propiedad de los recursos en el subsuelo. 

 
 

Se mantuvo el régimen de la Constitución de 1917 en el sentido de que corresponde a la Nación 

el dominio de los recursos del subsuelo, entre ellos, el petróleo y demás hidrocarburos. 

 
 
• La supresión de las concesiones tratándose del petróleo y carburos de hidrógeno. 

 

Toda vez que la concesión es el instrumento jurídico que confiere derechos a los particulares para 

explotar o aprovechar los bienes del dominio de la Nación, al suprimirse las concesiones se 

cancela la posibilidad de cualquier derecho de los particulares sobre el petróleo y demás 

hidrocarburos en el subsuelo. 

 
 

Según la Iniciativa del Ejecutivo Federal, de la lectura de la exposición de motivos de la Iniciativa 

presentada por el Presidente Cárdenas se colige que no obstante que conforme a la Constitución 

de 1917 era posible otorgar concesiones, lo que suponía una facultad discrecional del Estado, la 

interpretación prevaleciente en la época era en el sentido de que el Estado estaba obligado a 

otorgarlas. De hecho, dicha Iniciativa cita a la Ley del Petróleo de 1925 que establecía la 
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obligatoriedad para la Administración Pública de otorgar las concesiones; lo anterior en virtud de 

que tal Ley, fue redactada con base en la tradición de las leyes mineras: no había razón para no 

otorgar las concesiones, pues ello redundaba en ingresos públicos. No estaba completamente 

desarrollada a esa fecha la visión de utilizar la explotación de los recursos del subsuelo como 

instrumentos para el desarrollo. 

 
 

La Iniciativa cita al Presidente Cárdenas en los términos siguientes: “la interpretación dominante 

en los primeros años de vigencia del artículo 27 fue en el sentido de que la propiedad nacional 

sobre el petróleo era simplemente el  medio  jurídico  ideado  para  permitir  una  mejor  

distribución  de  esa substancia entre los particulares.” Pero de acuerdo con la propia Iniciativa del 

General Cárdenas, esta situación se habría podido corregir fácilmente con una modificación al 

régimen de concesiones en la Ley del Petróleo de 1925; sin embargo, de haber optado por ese 

camino, la reforma legal habría sido objeto de interpretaciones y controversias por lo que, por su 

importancia, se optó por una reforma constitucional. 

 
 

La Iniciativa concluye que al haberse suprimido la figura de concesiones se buscó fortalecer la 

rectoría del Estado en materia petrolera y el ejercicio pleno de su dominio sobre los recursos del 

subsuelo, ya que hasta ese momento se interpretaba que los particulares tenían derecho al 

aprovechamiento de tales recursos, y que por lo mismo el Estado estaba obligado a otorgarles 

concesiones. 

 
 
• El reconocer el derecho exclusivo del Estado a explotar los hidrocarburos y establecer una 

reserva de ley para definir la forma en que llevará acabo dicha explotación. 

 
 

Al suprimirse en la Constitución las concesiones, se canceló cualquier derecho de los 

particulares sobre dichos recursos naturales. Por tratarse de bienes del dominio de la Nación, 

dice la Iniciativa, la consecuencia es que sólo el Estado tenga el derecho de decidir sobre la 

extracción y disposición del petróleo y demás hidrocarburos del subsuelo. 

 
 

Pero la reforma estableció en el artículo 27 constitucional que la ley reglamentaria respectiva 

determinaría la forma en que la Nación llevará a cabo las explotaciones de esos productos; es 

decir, la forma en que recuperará los recursos del subsuelo y dispondrá de ellos. Así, es clara la 

distinción entre el derecho exclusivo del Estado para extraer y disponer de sus propios recursos, 

y la forma en que lo hará, que será determinada por la ley, otorgándose para ello el más amplio 

margen al legislador. Lo anterior, de ninguna manera significó excluir a los particulares de las 
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actividades petroleras, como lo señaló el propio Presidente Cárdenas en su Iniciativa de Ley 

Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en Materia de Petróleo; para ello, propuso 

instrumentos contractuales a efecto de incorporar a terceros en la cadena productiva del sector 

hidrocarburos e, incluso, estableció el régimen de concesiones para otras actividades de la 

industria, como la construcción de refinerías y oleoductos, y la distribución de gas. A 

continuación, la Iniciativa del Ejecutivo Federal cita la exposición de motivos de esa Iniciativa: 

 
 

“El Ejecutivo, al formular la iniciativa que culminó con la reforma constitucional de que 

se trata, y después en diversas declaraciones, ha expresado su punto de vista de que 

la exclusión de los particulares del régimen de concesiones que el artículo 27 fija  para  

la  explotación  de  los  recursos  naturales  del  dominio público, no implica que la 

Nación abandone la posibilidad de admitir la colaboración de la iniciativa privada, sino 

simplemente que esa colaboración deberá realizarse en el futuro dentro de las formas 

jurídicas diversas de la concesión que, por una tradición muy arraigada en nuestro 

sistema legislativo, se supone que, aunque en forma limitada y precaria, concede 

ciertos derechos a la explotación directa del subsuelo, de tal manera que una vez 

expedida, el Estado se reserva una función casi exclusivamente reguladora y de 

policía; función ésta enteramente insuficiente en materia de petróleo después de que el 

Estado por el Decreto de 18 de marzo de 1938 decidió la expropiación de los bienes 

de las principales empresas petroleras. 

 
 

“… conviene indicar que como la Constitución sólo ha prohibido la explotación 

mediante concesiones del petróleo pero no la posibilidad de la construcción de 

oleoductos, refinerías y sistemas de distribución para gas, el proyecto adjunto 

conserva estos tipos de concesiones…”. 

 
 
• Se incorporó la posibilidad de celebrar con particulares contratos de exploración y explotación. El 

reconocimiento constitucional de la explotación como un derecho exclusivo de la Nación, 

permitía que estos contratos cumplieran su función operativa, sin poner en riesgo los derechos 

del Estado sobre sus recursos. Sobre este aspecto, la propuesta del Ejecutivo Federal recoge lo 

que el Presidente Lázaro Cárdenas señaló en su iniciativa de Ley, relativo  a  que  el  nuevo  

régimen  contractual  contemplaba  la  “fijación  del criterio de que el contratista no adquiría un 

derecho directo a la explotación del petróleo, sino solo a obtener una compensación…” 

 
 

Así, los artículos 6º y 7º de la Ley previeron que para la exploración y explotación por la Nación 
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“podrán celebrarse contratos con los particulares, a fin de que estos lleven a cabo por cuenta del 

Gobierno Federal, los trabajos de exploración y explotación”. 

 
 
• Se estableció que las compensaciones por los contratos podían ser en efectivo o equivalentes a 

un porcentaje de los productos obtenidos. La compensación debía ser suficiente para recuperar 

las inversiones y obtener una utilidad razonable. Es decir, según la Iniciativa, se trataba de un 

contrato impulsado por el interés de los actores privados para obtener mayores ganancias, 

redituando en una mayor renta para la Nación y alineando, de esta forma, los incentivos entre el 

Estado y sus contratistas. 

 
 
• Los contratos serán celebrados con el Estado bajo los términos que éste consideraba 

adecuados, garantizando que las actividades para obtener la riqueza petrolera fueran conducidas 

en todo momento por la Nación. 

 
 

• Para actividades distintas a la explotación (concepto utilizado en la ley referido a la extracción), 

tales como las refinerías, oleoductos y distribución de gas, se estableció el régimen de 

concesiones. 

 
 

La Iniciativa del Ejecutivo Federal resume que las reformas cardenistas garantizaron cuatro aspectos 

esenciales: 1) se consolidó la propiedad de la Nación sobre los hidrocarburos; 2) se eliminó el régimen 

de concesiones en exploracióny extracción; 3) se creó un sistema de figuras contractuales para la 

exploración y extracción de los hidrocarburos, y 4) se permitió la participación de terceros en refinación, 

transporte y distribución de hidrocarburos. 

 
 

Afirma la Iniciativa que este régimen subsistió cerca de 20 años y fue hasta 1958, año en que se 

expidió una nueva Ley Reglamentaria del artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo, que se 

eliminó la posibilidad de celebrar contratos con particulares en la explotación y reservó todas las 

actividades de la industria petrolera sólo a Pemex o a cualquier otro organismo que se estableciera en 

el futuro. De esta forma se eliminó la contratación como medio a través del cual la Nación llevaba a 

cabo la extracción de los hidrocarburos, y mediante reforma a la Constitución del 20 de enero de 1960, 

se incorporó la prohibición de contratos en esta materia en el artículo 27 constitucional tanto para los 

futuros como para los que a esa fecha se habían otorgado. 

 
 

Finalmente, el 3 de febrero de 1983 se reformaron los artículos 25, 26, 27 y 28 de la Constitución, con 
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el propósito de configurar un derecho constitucional económico al establecer en la Ley fundamental los 

principios y medios que debían regir la actuación del Estado en la materia. En dicha reforma se 

estableció en el artículo 28 constitucional que no constituyen monopolios las funciones que el Estado 

ejerza de manera exclusiva en las áreas estratégicas de petróleo y demás hidrocarburos, así como 

petroquímica básica, entre otras, y que el Estado contará con los organismos y empresas que requiera 

para el eficaz manejo de las áreas estratégicas y en las actividades de carácter prioritario. 

 
 

Propuesta de reformas 
 
 
 

La Iniciativa del Ejecutivo Federal considera que su propuesta es congruente y consistente con las 

ideas fundamentales del Presidente Lázaro Cárdenas. De ahí que el modelo propuesto, al igual que el 

cardenista, comprende dos esquemas; 1) contratos eficientes para la exploración y extracción 

celebrados con el Ejecutivo Federal, y 2) participación de terceros en toda la cadena de valor de los 

hidrocarburos, a través de autorización expresa del Gobierno Federal. De esta manera, la Iniciativa se 

caracteriza por lo siguiente: 

 
 

1) Mantiene en todo momento la propiedad de la Nación sobre los hidrocarburos en el subsuelo, ya 

sean sólidos, líquidos y gaseosos; 

 
 

2) Mantiene la prohibición de otorgar concesiones, al basarse en la conducción decidida e 

irrenunciable de las actividades del sector por parte del Estado, en el entendido de que sólo éste 

puede disponer de los recursos del subsuelo; 

 
 

3) Plantea la posibilidad de suscribir contratos entre el Ejecutivo Federal con organismos y 

empresas del Estado o con terceros, que permitan expandir y hacer más eficientes las 

actividades de exploración y extracción de hidrocarburos, y 

 
 

4) Autoriza, a partir de permisos otorgados por el Ejecutivo Federal, la participación de terceros en 

refinación, petroquímica básica, transporte, almacenamiento y distribución de hidrocarburos sin 

que se ponga en riesgo la propiedad de nuestros recursos.  

 

Con base en lo expuesto, las reformas propuestas por la Iniciativa del Ejecutivo Federal en materia de 
hidrocarburos consisten en: 

 

 
a) Eliminar la prohibición de que el Estado celebre contratos para la explotación de hidrocarburos. 
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b) Sustraer de las áreas estratégicas del Estado a la petroquímica básica y permitir que las 

actividades de la cadena productiva, tales como el procesamiento de gas natural y la refinación 

del petróleo, así como el transporte, almacenamiento, distribución y comercialización de dichos 

productos y sus derivados, puedan ser realizadas tanto por organismos del Estado, como por los 

sectores social y privado, a través de permisos que otorgue el Ejecutivo Federal. 

 
 
 

Por ello, el Ejecutivo Federal propone también reformar el artículo 28 de la Constitución para 

suprimir a la petroquímica básica como área estratégica que no constituye monopolio y señalar 

expresamente que tratándose de petróleo y demás hidrocarburos se estará a lo dispuesto por el 

párrafo sexto del artículo 27 de la Constitución, ya que es dicha norma la que otorga al Estado la 

función de explotar los hidrocarburos del subsuelo, consistente en el derecho de extraerlos de su 

reservorio natural y disponer de ellos, lo que será llevado a cabo en la forma que determine la Ley 

Reglamentaria respectiva. 

 
 

La Iniciativa resalta que nuestro país ya ha dado pasos en esta dirección. Así las cosas, mediante 

reforma a la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo, publicada 

en el Diario Oficial de la Federación el 11 de mayo de 1995, se eliminó del catálogo de actividades 

exclusivas del Estado al transporte, al almacenamiento y a la distribución de gas, actividades que 

pueden llevar a cabo los particulares mediante permiso, quedando únicamente en la legislación 

como actividades estratégicas las necesarias para interconectar su explotación y procesamiento. 

 

La Iniciativa del Ejecutivo Federal señala que bajo el esquema propuesto se fortalece a Pemex y se 

redefine su relación con el Estado mexicano, pasando de una visión estrecha como generador de 

ingresos públicos inmediatos, a una de perspectiva amplia y de largo plazo. Se dice también que el 

nuevo régimen fiscal para Pemex que el titular del Poder Ejecutivo propuso como parte de la Reforma 

Hacendaria es consistente con este cambio de enfoque. 

 
 
 

La Iniciativa sostuvo en su momento que la propuesta que se incluirá en la reforma hacendaria estará 

alineada con la necesidad que tiene Pemex de ser más flexible para conseguir mejores resultados. Ello 

implicará un cambio de paradigma con dos componentes esenciales: primero, un pago de derechos 

más bajo que en la actualidad  y,  segundo,  el  remanente  de  ese  pago  de  derechos  podrá  ser 

reinvertido en la empresa o una parte podrá ser transferida al presupuesto como si fuera un dividendo 

que podrá emplearse para gasto en escuelas, hospitales, infraestructura de agua o carreteras. Este 
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nuevo esquema hará que Pemex tenga un tratamiento fiscal comparable al de otras empresas 

petroleras en el resto del mundo. El régimen propuesto, a diferencia del actual, alineará los incentivos 

entre Pemex y el Gobierno Federal, al mismo tiempo que le permitirá a la empresa ser más competitiva. 

 
Beneficios esperados 

 
 

El  Ejecutivo  Federal  plasma,  como  consecuencia  de  la  aprobación  de  su propuesta, los 
siguientes beneficios para México: 

 
 

1. Lograr tasas de restitución de reservas probadas de petróleo y gas superioresal100%.Ello 
significa que el incremento de la producción estaría acompañado del descubrimiento de igual o 
mayor volumen de reservas. 

 
2. Incrementar la producción de petróleo, de 2.5millones de barriles diarios que se generan 

actualmente, a 3 millones en 2018, así como a 3.5 millones en 2025. 
 

3. En el caso del gas natural, la producción aumentaría de los 5 mil 700 millones de pies cúbicos 
diarios que se producen actualmente, a 8 mil millones en 2018, así como a 10 mil 400 millones 
en 2025. 

 
 

Adicionalmente, la reforma propiciará una mayor integración en la cadena de valor a partir de la 

extracción de los hidrocarburos, lo que permitirá un abasto suficiente de gasolinas, gas metano y gas 

licuado de petróleo, a precios competitivos. 

 
 

El incremento en la inversión y la producción incidirá favorablemente en el crecimiento del Producto 

Interno Bruto y en la generación de empleos, al mismo tiempo que permitirá la obtención de recursos 

fiscales adicionales, que se destinarán fundamentalmente a las siguientes actividades, enfocadas a 

mejorar la calidad de vida de la población e incrementar la competitividad de nuestro país: 

 
 

i) Fortalecernuestrosistemadeseguridadsocialparaabatirdecididamentea la pobreza extrema y crear 

mecanismos de redistribución eficaces, combatiendo al hambre y mejorando los servicios de 

salud pública; 

 

ii) Formar a las nuevas generaciones con educación de calidad y desarrollar capacidades 

profesionales. Así, nuestro país podrá aprovechar su bono demográfico y generar un número 

creciente de trabajadores de alta especialidad técnica. Además, se impulsará el desarrollo 

tecnológico nacional, y 

 
 

iii) Invertir en infraestructura, para generar un desarrollo incluyente y distribuido para alcanzar todos 
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los rincones del país. 

 
 

Energía eléctrica 
 
 

De acuerdo con la Iniciativa del Ejecutivo Federal, en el año 2012 la CFE presentó un déficit financiero 

de 77 mil millones de pesos. Si bien una parte del déficit se subsanó con la exención del pago del 

aprovechamiento por el uso de patrimonio del Estado, el organismo tuvo que absorber 33.4 mil millones 

de pesos mediante decrementos  de  su  patrimonio.  Estos  resultados  se  van  agravando:  en  los 

primeros seis meses de 2013, el patrimonio de la empresa disminuyó en 35 mil millones  de  pesos;  

cifra  superior  a  la  registrada  en  todo  el  año  anterior.  De acuerdo con estimaciones de la propia 

CFE, de continuar las tendencias actuales, el patrimonio neto de la empresa sería negativo al cierre de 

2014. 

 
 

Por otra parte, las tarifas de la CFE no son competitivas a nivel internacional. Una comparación con 

nuestro principal socio comercial muestra que, aún con subsidio, en promedio nuestras tarifas son 25% 

superiores a las de los Estados Unidos de América,  con  diferencias  mayores  en  segmentos  clave  

de  la  industria  y el comercio. Estos precios representan un freno a la economía mexicana. Respecto 

de las tarifas residenciales, en el primer trimestre de 2013, las tarifas de la CFE 

fueron14%menoresalasequivalentesenEstadosUnidos. 

 

Red nacional de transmisión y distribución 
 
 

Según la Iniciativa, un elemento fundamental para dar mayor agilidad al sistema eléctrico nacional es la 

red nacional de transmisión, la cual debe ser modernizada y ampliada. Es necesario incrementar la 

densidad del mallado eléctrico y su capacidad a fin de fortalecer la confiabilidad e integrar las energías 

renovables a gran escala. Para ello, será necesario resarcir el rezago de inversión existente en este 

rubro que se deriva en gran parte porque la CFE no la planeó tomando en cuenta la generación privada 

ni las posibilidades de las regiones de alto potencial renovable. 

 

 

Marco jurídico 
 
 

La Iniciativa del Ejecutivo Federal asegura que en el Decreto de creación de la CFE, publicado en el 

Diario Oficial de la Federación el 20 de enero de 1934, se delinearon dos objetivos: el suministro de la 

energía eléctrica a precios reducidos y que el sistema de distribución de dicha energía se ramifique en 

nuestro territorio. 
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Por su parte, en la Ley que crea la CFE publicada en el Diario Oficial de la Federación el 24 de agosto 

de 1937, el Presidente Cárdenas señaló que se buscó “un  sistema  nacional  de  generación,  

transmisión  y  distribución  de  energía eléctrica, basado en principios técnicos y económicos”, y “con 

la finalidad de obtener con un costo mínimo, el mayor rendimiento posible en beneficio de los intereses 

generales.” 

 
 

Con la publicación posterior (el 11 de febrero de 1939) de la Ley de la Industria Eléctrica, el gobierno 

cardenista pretendió crear un sistema nacional eléctrico, basado en la regulación de los particulares y 

en la participación directa del Estado, a través de la CFE, en el desarrollo de las actividades de la 

industria. 

 
 

La Iniciativa que se analiza afirma que en la década de los cincuenta del siglo pasado, factores como la 

falta de inversión privada en la industria eléctrica que sólo le interesaban las grandes zonas urbanas, 

llevaron al Gobierno Federal a considerar que se ponía en peligro el futuro de la industria eléctrica. Es 

así que en 1960 se reformó el artículo 27 constitucional, con el objeto de establecer que corresponde 

exclusivamente a la Nación generar, conducir, transformar, distribuir y abastecer energía eléctrica que 

tenga por objeto la prestación de servicio público y señalar que en esta materia no se otorgarán 

concesiones a los particulares, y la Nación aprovechará los bienes y recursos naturales que se 

requieran para dichos fines. Esta reforma fue congruente con la tendencia internacional de esa época, 

cuando era mejor contar con empresas integradas vertical y horizontalmente pues ello  permitía  

economías  de  escala  con  el  aumento  del  tamaño  (era  más económico una sola empresa grande 

que varias pequeñas). 

 
 

Propuesta de reformas 
 
 

La Iniciativa del Ejecutivo Federal sostiene que, al igual que en el caso de los hidrocarburos, la 

propuesta presentada es congruente con las ideas fundamentales que guiaron la acción del Presidente 

Cárdenas: 1) Responde al imperativo fundamental de reducir los costos del servicio eléctrico en 

beneficio de los intereses generales; 2) Sienta las bases para la organización de un sistema eléctrico 

nacional basado en principios técnicos y económicos; 3) Plantea el desarrollo del sector basado en la 

participación conjunta de la CFE y de los particulares, y 4) Fortalece las facultades del Estado para 

regular el desarrollo del sector e imponer a los participantes obligaciones de interconexión, tarifas, 

servicio universal y electrificación. 

 
 

La Iniciativa apunta que es importante señalar que, a diferencia de los hidrocarburos, la electricidad no 
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es un recurso natural, por lo que el interés del Estado no es la propiedad sobre la energía, sino que 

dicha energía llegue a mejores precios a las familias mexicanas e impulse la competitividad del país. 

Por lo tanto, lo que se propone es crear un "mercado de generación" para disminuir los costos sin que 

el Estado pierda la rectoría en el control del sistema eléctrico nacional y la exclusividad en la 

transmisión y distribución de la energía como un servicio público indispensable para la productividad 

nacional y el bienestar social. 

 
 

Permitir la generación de energía eléctrica por parte de particulares, facilitará dar a los mexicanos y a 

los sectores público, privado y social energía más barata. 

 

Con las reformas que plantea la Iniciativa del Ejecutivo Federal se pretende establecer las bases 

constitucionales para prever en la legislación secundaria un modelo que se sustenta en los siguientes 

elementos básicos: 

 

a) Se reserva al Estado el control del Sistema Eléctrico Nacional. Lo anterior permitirá que: i) el 

despacho sea eficiente, bajo principios de imparcialidad e independencia, aprovechando la 

energía de menor costo en beneficio de los usuarios, y ii) el Estado regirá la expansión de las 

redes de transmisión y distribución para asegurar la confiabilidad, calidad, continuidad, 

sostenibilidad y eficiencia del suministro del servicio eléctrico, y 

 
 

b) El Estado mantiene la titularidad del servicio de transmisión y distribución eléctrica, a la vez que 

se reitera su carácter de servicio público. Conforme a las bases que se establezcan en las leyes, 

la CFE podrá celebrar contratos con particulares para auxiliarse de terceros a efecto de lograr los 

fines del servicio público. 

 
 

B.3 Iniciativa del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. 
 
 

Las  Comisiones  Unidas  han  resuelto  incluir  en  la  elaboración  del  presente dictamen la 

Iniciativa presentada por los legisladores del Partido de la Revolución Democrática. Lo anterior, a 

pesar de que si bien dicha Iniciativa no contempla reformas  a  la  Constitución  Política  de  los  

Estados  Unidos  Mexicanos,  se  ha juzgado conveniente hacer un análisis de la misma, a efecto 

de normar mejor su criterio, habida cuenta que ésta contiene propuestas que enriquecerán la 

reforma constitucional que aquí se dictamina. 

 
 

En este sentido, la Iniciativa del Partido de la Revolución Democrática busca, como propósito 
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esencial, contribuir a la solución de los grandes problemas del país, mirando siempre que los 

recursos naturales, humanos y económicos de la Nación se orienten a procurar la mayor equidad 

para el progreso de todos los mexicanos. Lo anterior es condición indispensable para construir una 

sociedad donde la convivencia e identidad se nutran cotidianamente del diálogo, la tolerancia,  el  

reconocimiento  a  la  pluralidad  y,  sobre  todo,  de  la  convicción profunda que las discrepancias 

se superan a partir del respeto a la voluntad expresa y democrática de las mayorías. 

 
 

La Iniciativa afirma que la inmensa riqueza en hidrocarburos que la naturaleza depositó en el subsuelo 

de nuestro país ocupa un lugar fundamental en la conciencia mexicana. Por ello la Carta Magna 

establece que la propiedad y el dominio directo de la Nación sobre esos recursos es inalienable e 

imprescriptible. La  apropiación  nacional  de  los  beneficios  de  esa  riqueza,  que  la  sociedad 

mexicana considera estratégica, ha estado sujeta a presiones externas e internas para reorientarla 

hacia el beneficio particular. 

 
 

Durante buena parte de su vida, Pemex y CFE siguieron una orientación consistente con la idea de que 

la soberanía del país dependía de su desarrollo interno. Las empresas públicas de energía se 

organizaron alrededor del concepto de servicio público, sin guiarse por finalidades de lucro, procurando 

operar como organismos de fomento económico o industrial, a partir de principios de acceso general, 

seguridad del suministro y al menor costo posible. En ese sentido, CFE y Pemex adquirieron la 

vocación de articular el proyecto nacional y el bienestar de las familias mexicanas. Por más de 30 años 

ambas entidades produjeron los energéticos que el país requirió a precios bajos y estables, 

sosteniendo el crecimiento del PIB a tasas superiores al 6% anual. 

 
 

La industria petrolera 
 
 

La Iniciativa que se comenta sostiene que por los extraordinarios resultados de la actividad exploratoria 

y el interés internacional por el petróleo mexicano, hacia finales de los años ochenta, el gobierno 

reformuló la política petrolera bajo el principio de que “el petróleo en el subsuelo no significa gran cosa 

para el país”. Se abandonó la concepción del uso racional de los hidrocarburos, como recursos no 

renovables, y se inició su extracción acelerada para monetizarlos o, como se diría más tarde: para 

“maximizar su valor”. Fueron los años de la “administración de la riqueza”, de los excesos en todo 

sentido, como lo muestra la construcción del gasoducto Cactus-Reynosa que tuvo un costo oficial de 

mil millones de dólares y nunca se utilizó con su propósito original. 

 
 
 

Señala esta Iniciativa que  el  caso  más  conocido  del  desmantelamiento  de  la industria estatal es el 
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de la petroquímica. De manera artificial se dividió, por ley, el universo de productos petroquímicos en 

básicos y secundarios para que esta importantísima industria pasara a particulares. Desde 1986, los 

distintos gobiernos intentaron  vender  los  complejos,  coinvertir  con  particulares  dentro  de  los 

complejos, o en nuevas instalaciones, como el proyecto Fénix, pero todo fracasó. Aunque lo más grave 

fue frenar la producción, parando y desmantelando plantas. 

 

Cuando se tomó esa decisión, México perdió la oportunidad de aprovechar sus enormes ventajas: 

hidrocarburos abundantes y baratos, así como su vecindad con el mercado más grande del mundo, 

para integrar cadenas industriales que produjeran bienes de alto valor agregado, en lugar de limitarse a 

exportar materias primas. Se debe recordar que los complejos petroquímicos de Pemex eran recientes, 

se habían construido a finales de los años setenta y principios de los ochenta. 

 
 

Los hechos son elocuentes: mientras que en los años ochenta la producción petroquímica se triplicó, 

pasando de 6 a 18 millones de toneladas, acompañando la fase de ascenso del ciclo industrial de esta 

rama en el mundo, la producción de 2012, en contraste, ascendió apenas a poco más de 8 millones de 

toneladas. Las importaciones se dispararon a más del 50% del abasto interno, y de los diez complejos 

que existían sólo siete se mantienen en operación, con una utilización menor al 50% de su capacidad. 

 
 

A juicio de la Iniciativa, estas cifras no se deben a una crisis de mercado o abasto de materia prima, 

pues desde el 2003 la petroquímica, a nivel mundial, está viviendo una nueva y más amplia fase 

expansiva de su ciclo industrial; simple y llanamente se debió a una decisión política totalmente 

injustificada. 

 
 

Ahora bien, más allá de los precios está el tema de fondo, que es haber tomado la decisión de abrir la 

petroquímica a la inversión privada sin examinar que los empresarios nacionales no tendrían los 

recursos para abordar negocios de esa magnitud, y que las trasnacionales del ramo invertirían 

solamente a condición de que se les otorgarán fórmulas de precios y garantías para el abasto de 

materia prima; condiciones tan inconvenientes que el propio gobierno mexicano no pudo aceptar. Por lo 

tanto, dicha decisión fue un error que arruinó a la naciente petroquímica mexicana. 

 
 

En síntesis, la Iniciativa considera que objetivamente se vendió el mercado mexicano de petroquímicos 

brindando a las plantas estadounidenses el uso de su capacidad excedentaria para exportar hacia 

nuestro mercado, aprovechando que el Tratado de Libre Comercio de América del Norte entró en 

operación al mismo tiempo. 
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A partir de 1991 la Ley de Ingresos, publicada en el Diario Oficial de la Federación e l26 de diciembre 

de 1990, incorporó como parte de las obligaciones de Pemex, el pago de un “aprovechamiento sobre 

rendimientos excedentes” que gravó hasta con un 43% los ingresos por exportación que se obtuvieran 

cuando los precios internacionales superaran a los estimados en dicha ley. Este gravamen se sumaba 

a los derechos por extracción que ascendían al 60.8% y podían significar más del 100% de los ingresos 

de la paraestatal. El absurdo fue tal que Pemex llegó a endeudarse para poder pagar sus 

contribuciones fiscales. 

 
 
 
 

De 1996 hasta el 2005 la producción vuelve a crecer aceleradamente. En 2004 el ciclo de los 

yacimientos gigantes descubiertos treinta años atrás alcanza su pico máximo, cuando en ese año 

Pemex logra extraer 3.383 millones de barriles diarios y realiza una exportación también record: 1.870 

millones de barriles diarios. En tal contexto, México se sitúa como el cuarto productor y el sexto 

exportador mundial de petróleo. 

 
 

Durante esos años nuevamente los ingresos petroleros llegaron a aportar casi el 37% de los ingresos 

presupuestales del gobierno federal; incluso se formaron excedentes sobre los que el Jefe del Ejecutivo 

decidía su uso a discreción, dado que no podían ser presupuestados. En el año 2000, por iniciativa del 

Congreso y con acuerdo del Ejecutivo, se estableció un instrumento de captación de excedentes 

denominado Fondo de Estabilización de Ingresos Petroleros (FEIP) que serviría en caso de 

caídas bruscas en los precios internacionales; transparentaría la captación y uso de los excedentes; 

pero además incorporó la noción indispensable para un país petrolero como México: que los recursos 

petroleros debían administrarse como una garantía para el futuro. Baste señalar que la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público, en su informe de cierre de 2005, consigna como ingresos excedentes 

petroleros 726 mil millones de pesos, con un saldo del FEIP por 16 mil millones de pesos. 

 

 

La Iniciativa del Partido de la Revolución Democrática sostiene que esta evolución es ejemplo de una 

pésima planeación, pues el endeudamiento que se impone a Pemex da lugar a un incremento 

aceleradísimo de la extracción que, a su vez, produce una liquidez tan alta que desborda las 

previsiones de gasto y forma excedentes que tampoco se sabe cómo utilizar.  

 
 
 

Finalmente, la Iniciativa que se analiza señala que en 2006 inició la declinación de la producción 

petrolera a consecuencia directa del agotamiento de la energía natural de Cantarell. En sólo tres años 
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(2006 a 2008), Cantarell pierde un millón de barriles de su producción diaria y en los siguientes tres 

pierde otros 500 mil, para ubicarse en 400 mil barriles por día hacia el segundo trimestre de 2013. La 

declinación de Cantarell es compensada, parcialmente, por el aumento de la extracción en el complejo 

Ku-Maloob-Zaap, que duplica su aportación de 404 a 837 mil barriles entre 2006 y 2011, y coloca la 

producción nacional en 2.5 millones de barriles por día. La magnitud física de la pérdida de Cantarell, 

habría provocado una crisis de insolvencia presupuestal y financiera para el gobierno mexicano. Sin 

embargo, el extraordinario incremento de los precios internacionales, que promedian 71 dólares los 

últimos seis años, no sólo lo ha evitado sino que lo ha transformado en su contrario. 

 
 

La Iniciativa sostiene que la recaudación de derechos y demás gravámenes por extracción y 

exportación de hidrocarburos no tiene paralelo; ha contribuido a que los ingresos y el gasto 

presupuestal se hayan expandido de 2 a 3 billones de pesos en sólo seis años (2006 – 2011). En ese 

periodo, los ingresos excedentes, es decir aquéllos adicionales a lo presupuestado, suman 1.19 

billones de pesos donde los derivados de los derechos petroleros representan poco más del 50%. 

Desafortunadamente el uso de la mayor parte de esos recursos ha ido a parar al gasto corriente y no a 

inversiones en infraestructura, investigación científica o tecnológica que pudieran tener un efecto 

duradero. 

 
 

Esos recursos tampoco han regresado a Pemex de manera suficiente. Desde el 2002 se hizo aparecer, 

en la Ley de Ingresos, un rubro denominado “superávit de organismos y empresas de control directo”, 

con magnitudes superiores a los 100 mil millones de pesos. Este artificio, contabilizado como una resta, 

obligaba principalmente a Pemex, a retener el monto señalado como superávit y sujetarlo a la 

autorización de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, que lo utilizó como mecanismo de ajuste 

del conjunto del gasto público 

 

Particularmente, en el caso de Pemex, la Ley de Ingresos lo obliga a depositar diariamente sus 

obligaciones fiscales y, por otra parte, le impide gastar con oportunidad. Esta confiscación presupuestal 

fue eliminada con la reforma energética  del  2008;  sin  embargo,  muestra  con  claridad,  uno  más  

de  los obstáculos con que ha operado Pemex. En 2010 el superávit se transformó en lo que era, es 

decir en un déficit, y ascendió a 7 mil millones de pesos. 

 
 

La Iniciativa sostiene que los indicadores de la actividad petrolera se siguieron deteriorando. El anuario 

estadístico de Pemex (2013) indica que las reservas probadas en 2006, ascendieron a 16.5 MMMb, 

mientras que al 1o.de enero de 2013 se redujeron a 10.7 MMMb; por lo que la vida de las reservas 

alcanzarían para sólo 9 años. Como las reservas de 2006 se ubicaron en 9.9 años podría concluirse, 
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indebidamente, que este indicador se habría mantenido estancado, pero no fue así debido a que la 

producción se redujo en una quinta parte. Hay un rezago en la capacidad industrial. Hoy la política de 

combustibles depende del abasto externo: en gas natural, y en mucho mayor proporción en gasolinas, 

combustóleo y gas licuado, sus importaciones representan la mitad del consumo interno y su valor es el 

56% de las exportaciones de petróleo, lo que eleva los subsidios al consumo hasta cantidades 

inmanejables para Pemex, y su traslado al consumidor final crea tensiones sociales que no se están 

procesando adecuadamente porque el mayor peso se deja implícito a costo de la paraestatal. 

 

Despuésdeveinteañosdedesregulacióndeactividadesesencialeselresultado es  que  la  infraestructura  

no  aumentó,  la  competencia  no  apareció  y,  mucho menos, los consumidores han disfrutado de 

mejores precios o calidad en el servicio. 

 
 
 

La Iniciativa sostiene que durante los últimos treinta años Pemex ha cumplido puntualmente con la 

función de sostener el equilibrio fiscal del gobierno, antes que procurar la seguridad energética o el 

desarrollo industrial del país. En los hechos, se le ha obligado a sostener el flujo cotidiano de las 

finanzas públicas, debido a que ninguna otra fuente fiscal ha querido ser desarrollada adecuadamente 

y no existe alternativa para compensar un eventual faltante petrolero; sin embargo Pemex mantiene 

una situación altamente competitiva, de acuerdo a la propia información oficial. 

 
 

Pemex se mantiene como el quinto productor mundial de petróleo, es también el quinto exportador y las 

reservas mexicanas se ubican en el 13º lugar mundial; los costos de extracción son los más bajos: 6.84 

dólares por barril frente a 7.55 de Statoil, 9.55 de Exxon o 13.62 de Petrobras. Sus ingresos antes de 

intereses, impuestos y amortizaciones (EBITDA) ha pasado de 71 mil millones de dólares en 2008 a 88 

mil millones en 2012; durante los últimos tres años ha mantenido un promedio de inversión de 22 mil 

millones de dólares, mientras que empresas como Exxon o British Petroleumrealizan inversiones 

globales por 36 mil millones de dólares; además, el pago de su deuda ocupa el 6.4% como proporción 

de su capital de operación, por lo que resulta muy discutible la afirmación de que carece de recursos 

para afrontar nuevos retos. 

 
 

Desde el punto de vista tecnológico, PEP ha mostrado tener resultados sobresalientes: De acuerdo con 

información divulgada por la Presidencia de la República, en octubre de 2012 se logró perforar con 

éxito el pozo Supremus-1, sobre profundidades de 2,900 metros de tirante de agua, que se ubica 

dentro de los records mundiales de profundidad. Por otra parte, en Chicontepec, el uso de perforación 

horizontal y el fracturamiento múltiple en pozos, demuestran que es posible tener una alta rentabilidad y 

que es posible aprovechar estos yacimientos que constituyen las mayores reservas probadas del país. 
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La  Iniciativa  también  afirma  que  con  estos  elementos,  el  deterioro  que  sufre Pemex nos urge de 

una lógica inherente, atribuible a su capacidad o a la inercia natural del régimen legal petrolero, pues la 

magnitud de la riqueza producida y el servicio al país son elocuentes por sí mismos. Proviene, 

fundamentalmente, de errores plenamente detectados de conducción, de haber subordinado sus 

resultados a una visión dogmática de lo que significa estabilidad macroeconómica y de haberla 

mantenido, dentro de la estructura de la Administración Pública Federal, en una posición que no 

corresponde con su naturaleza productiva. 

 
 

Bajo los elementos anteriormente expuestos, el Partido de la Revolución Democrática señala que la 

Iniciativa de reforma a los artículos 27 y 28 constitucionales, presentada el pasado 12 de agosto, por el 

Presidente de la República, en materia de hidrocarburos, resulta contraria al espíritu con que el pueblo 

de México ha construido sus instituciones, y carece de lógica económica, financiera o técnica a la vista 

de las condiciones, logros y posibilidades adquiridos por la industria petrolera que actualmente tiene el 

Estado mexicano. 

 
 
 

Se indica que la reforma que propone el Ejecutivo Federal al Artículo 28 permitiría a las nuevas 

empresas industrializar el petróleo y llevar sus productos directamente al público, podrían entonces 

cerrar la cadena industrial, realizar un valor agregado extraordinario (que hasta ahora se le ha negado 

a Pemex) y, dada su mayor flexibilidad, colocar paulatinamente a las áreas industriales de Pemex en 

bancarrota y provocar su cierre.  

 
 

Por lo anterior, la Iniciativa asegura que la propuesta del Ejecutivo Federal no sólo es privatizadora 

desde el punto de vista de pasar a propiedad privada una actividad exclusiva del Estado, sino que 

efectivamente Pemex y CFE podrían ser vendidos en una parte de sus activos (por bursatilización). La 

Iniciativa pretende modificar las siguientes disposiciones legales: 

 
 

1. Ley de Petróleos Mexicanos; 

2. Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo; 

3. Ley Federal de Derechos; 

4. Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 

5. Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 

6. Ley Federal de Entidades Paraestatales; 

7. Ley de la Comisión Nacional de Hidrocarburos; 

8. Ley del Servicio Público de Energía Eléctrica; 

9. Ley para el Aprovechamiento de Energías Renovables y el Financiamiento de la Transición 

Energética; 
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10. Ley General de Deuda Pública; 

11. Ley de la Comisión Reguladora de Energía; 

12. Ley de Instituciones de Crédito, y 

13. Creación de la Ley del Fondo de Excedentes Petroleros. 
 

 

TERCERO.-Analizadas las iniciativas que contiene la minuta con proyecto de decreto que reforma diversas 

disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de energía, quienes aquí 

dictaminamos coincidimos con las  colegisladoras en que se puede afirmar que las tres iniciativas son 

coincidentes en su mayoría en el diagnóstico de la problemática del sector energía,se desprende de la lectura de 

las Iniciativas del Partido Acción Nacional y del Ejecutivo Federal, su diagnóstico sobre dichas causas se 

circunscribe a lo siguiente: 

 
 
 

Elevada dependencia de las finanzas públicas de los ingresos petroleros, que por muchos años ha impedido que 

Pemex y CFE dispongan de recursos suficientes para garantizar la producción de energéticos y mantener en buen 

estado a la infraestructura. 

 

Declinación de los yacimientos baratos y asequibles, lo que obliga a buscar hidrocarburos en aguas profundas, en 

continente y en fuentes no convencionales  y.  

 

Agotamiento del modelo de organización de la industria eléctrica. 

 

Está claro que la reforma constitucional que aquí se dictamina constituye una pieza legislativa de la mayor 

relevancia, no sólo para el presente de México, sino sobre todo, para las futuras generaciones. 

 

Consideramos que por la importancia de la industria petrolera y por el momento 

quevivenuestropaísyenelcontextointernacionaldelosmercadosenergéticos, el esquema jurídico vigente en México 

necesita, en efecto, ser reformado, con el propósito  de  brindar  un  marco  que  permita  un  mejor  

aprovechamiento  de  la riqueza nacional, que potencialice la generación de empleos, el crecimiento económico y 

redunde principalmente en beneficios que se vea reflejados en la economía de los mexicanos. 

 

Está claro que el petróleo y los demás hidrocarburos constituyen una fuente de riqueza que debe beneficiar a los 

mexicanos. Nuestro país cuenta con recursos petroleros que deben servir como plataforma para el crecimiento y 

desarrollo de nuestra Nación. De igual manera,  contar con el servicio  público de energía eléctrica es un elemento 

básico del bienestar social y un motor indispensable de la planta productiva nacional; los costos de su generación 
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deben verse directamente beneficiados por la riqueza de recursos con que contamos los mexicanos para ello. 

 

Coincidimos en la necesidad de buscar mecanismos de contratación que, sin comprometer la propiedad nacional de 

los hidrocarburos en nuestro subsuelo, se constituyan esquemas atractivos para que los capitales privados colaboren 

en la exploración y extracción del petróleo y demás hidrocarburos sólidos, líquidos o gaseosos. 

 

La minuta plantea en el mismo sentido, que la generación y comercialización de energía eléctrica serán abiertas a la 

participación de particulares, en un entorno de competencia, quienes harán  uso  de  la  red  de  transmisión  y de  las  

redes  de  distribución  para comercializar la energía  que produzcan. 

 

Esta reforma Constitucional, al igual que en materia de petróleo y demás hidrocarburos, dispone que corresponde 

exclusivamente a la Nación el control del Sistema Nacional, así como el servicio público de transmisión y 

distribución de energía eléctrica, y que en estas actividades no se otorgarán concesiones, sin perjuicio de que la 

Nación pueda celebrar contratos con particulares en los términos que habrá de establecer la legislación secundaria. 

 

Por lo anterior, consideramos necesaria la reforma que se plante a fin de que la riqueza natural de nuestro país sea 

fuente de crecimiento económico y que al mismo tiempo la explotación que se realice de esta riqueza natural sea 

realizada como se propone bajo los principios de la sustentabilidad, buscando siempre una mayor productividad y 

equidad social. 

 

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente: 

 

 

PROYECTO DE DECRETO. 

 

 

 

UNICO.-Por las razones expuestas, y para los efectos del artículo 135 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, se aprueba por ésta Legislatura el Proyecto de Decreto por el que se reforman los párrafos cuarto, 

sexto y octavo del artículo 25; el párrafo sexto del artículo 27; los párrafos cuarto y sexto del artículo 28; y se 

adicionan un párrafo séptimo, recorriéndose los subsecuentes en su orden, al artículo 27; un párrafo octavo, 

recorriéndose los subsecuentes en su orden, al artículo 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, para quedar como sigue: 

 

 
Artículo Único.-Se reforman los párrafos cuarto, sexto y octavo del artículo 25; el párrafo sexto del 

artículo 27; los párrafos cuarto y sexto del artículo 28; y se adicionan un párrafo séptimo, recorriéndose 
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los subsecuentes en su orden, al artículo 27; un párrafo octavo, recorriéndose los subsecuentes en su 

orden, al artículo 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:  

 

Artículo 25....  
 
… 
 
… 
 
 
El sector público tendrá a su cargo, de manera exclusiva, las áreas estratégicas que se señalan en el 
artículo 28, párrafo cuarto de la Constitución, mantenimiento siempre el Gobierno Federal la propiedad y 
el control sobre los organismos y empresas productivas del Estado que en su caso se establezcan. 
Tratándose de la planeación y el control del sistema eléctrico nacional, y del servicio público 
de transmisión y distribución de energía eléctrica, así como de la exploración y extracción de 
petróleo y demás hidrocarburos, la Nación llevará a cabo dichas actividades en términos de lo 
dispuesto por los párrafos sexto y séptimo del artículo 27 de esta Constitución. En las 
actividades citadas la ley establecerá las normas relativas a la administración, organización, 
funcionamiento, procedimientos de contratación y demás actos jurídicos que celebren las 
empresas productivas del Estado, así como el régimen de remuneraciones de su personal, 
para garantizar su eficacia, eficiencia, honestidad, productividad, transparencia y rendición 
de cuentas, con base en las mejores prácticas, y determinará las demás actividades que 
podrán realizar.  
 
… 
 
Bajo criterios de equidad social, productividad y sustentabilidad se apoyará e impulsará a las empresas 
de los sectores social y privado de la economía, sujetándolos a las modalidades que dicte el interés 
público y al uso, en beneficio general, de los recursos productivos, cuidando su conservación y el medio 

ambiente.  
 
… 
 
La ley alentará y protegerá la actividad económica que realicen los particulares y proveerá las condiciones 
para que el desenvolvimiento del sector privado contribuya al desarrollo económico nacional, 
promoviendo la competitividad e implementando una política nacional para el desarrollo industrial 
sustentable que incluya vertientes sectoriales y regionales, en los términos que establece esta 
Constitución.  
 
Artículo 27. ...  
 
… 

… 
… 
… 
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En los casos a que se refieren los dos párrafos anteriores, el dominio de la Nación es inalienable e 
imprescriptible y la explotación, el uso o el aprovechamiento de los recursos de que se trata, por los 
particulares o por sociedades constituidas conforme a las leyes mexicanas, no podrá realizarse sino 
mediante concesiones, otorgadas por el Ejecutivo Federal, de acuerdo con las reglas y condiciones que 
establezcan las leyes, salvo en radiodifusión y telecomunicaciones, que serán otorgadas por el Instituto 
Federal de Telecomunicaciones. Las normas legales relativas a obras o trabajos de explotación de los 

minerales y substancias a que se refiere el párrafo cuarto, regularán la ejecución y comprobación de los 
que se efectúen o deban efectuarse a partir de su vigencia, independientemente de la fecha de 
otorgamiento de las concesiones, y su inobservancia dará lugar a la cancelación de éstas. El Gobierno 
Federal tiene la facultad de establecer reservas nacionales y suprimirlas. Las declaratorias 
correspondientes se harán por el Ejecutivo en los casos y condiciones que las leyes prevean. Tratándose 
de minerales radiactivos no se otorgarán concesiones. Corresponde exclusivamente a la Nación la 
planeación y el control del sistema eléctrico nacional, así como el servicio público de 
transmisión y distribución de energía eléctrica; en estas actividades no se otorgarán concesiones, sin 
perjuicio de que el Estado pueda celebrar contratos con particulares en los términos que 
establezcan las leyes, mismas que determinarán la forma en que los particulares podrán 
participar en las demás actividades de la industria eléctrica.  
 
Tratándose del petróleo y de los hidrocarburos sólidos, líquidos o gaseosos, en el subsuelo, la 
propiedad de la Nación es inalienable e imprescriptible y no se otorgarán concesiones. Con el 
propósito de obtener ingresos para el Estado que contribuyan al desarrollo de largo plazo de 
la Nación, ésta llevará a cabo las actividades de exploración y extracción del petróleo y 
demás hidrocarburos mediante asignaciones a empresas productivas del Estado o a través de 
contratos con éstas o con particulares, en los términos de la Ley Reglamentaría. Para cumplir 
con el objeto de dichas asignaciones o contratos las empresas productivas del Estado podrán 
contratar con particulares. En cualquier caso, los hidrocarburos en el subsuelo son propiedad 
de la Nación y así deberá afirmarse en las asignaciones o contratos.  
 
…. 
 
.… 
 
.… 
 
 
Artículo 28....  
 

.… 
 
.… 
 
 
No constituirán monopolios las funciones que el Estado ejerza de manera exclusiva en las siguientes áreas 
estratégicas: correos, telégrafos y radiotelegrafía; minerales radiactivos y generación de energía nuclear; 
la planeación y el control del sistema eléctrico nacional, así como el servicio público de 
transmisión y distribución de energía eléctrica, y la exploración y extracción del petróleo y de 
los demás hidrocarburos, en los términos de los párrafos sexto y séptimo del artículo 27 de 
esta Constitución, respectivamente; así como las actividades que expresamente señalen las leyes 
que expida el Congreso de la Unión. La comunicación vía satélite y los ferrocarriles son áreas prioritarias 
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para el desarrollo nacional en los términos del artículo 25 de esta Constitución; el Estado al ejercer en 
ellas su rectoría, protegerá la seguridad y la soberanía de la Nación, y al otorgar concesiones o permisos 
mantendrá o establecerá el dominio de las respectivas vías de comunicación de acuerdo con las leyes de 
la materia.  
 
… 

 
El Estado tendrá un banco central que será autónomo en el ejercicio de sus funciones y en su 
administración. Su objetivo prioritario será procurar la estabilidad del poder adquisitivo de la moneda 
nacional, fortaleciendo con ello la rectoría del desarrollo nacional que corresponde al Estado. Ninguna 
autoridad podrá ordenar al banco conceder financiamiento. El Estado contará con un fideicomiso 
público denominado Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo, cuya 
Institución Fiduciaria será el banco central y tendrá por objeto, en los términos que 
establezca la ley, recibir, administrar y distribuir los ingresos derivados de las asignaciones y 
contratos a que se refiere el párrafo séptimo del artículo 27 de esta Constitución, con 
excepción de los impuestos.  
 
… 
 
El Poder Ejecutivo contará con los órganos reguladores coordinados en materia energética, 
denominados Comisión Nacional de Hidrocarburos y Comisión Reguladora de Energía, en los 
términos que determine la ley.  
 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 

… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
 
 

Transitorios 
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Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.  
 
Segundo. Los derechos laborales de los trabajadores que presten sus servicios en los organismos, las 
dependencias y entidades de la Administración Pública Federal dedicadas a las actividades que comprende 

el presente Decreto se respetarán en todo momento de conformidad con la ley.  
 
Tercero. La ley establecerá la forma y plazos, los cuales no podrán exceder dos años a partir de la 
publicación de este Decreto, para que los organismos descentralizados denominados Petróleos Mexicanos 
y Comisión Federal de Electricidad se conviertan en empresas productivas del Estado. En tanto se lleva a 
cabo esta transición, Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios quedan facultados para recibir 
asignaciones y celebrar los contratos a que se refiere el párrafo séptimo del artículo 27 que se reforma 
por este Decreto. Asimismo, la Comisión Federal de Electricidad podrá suscribir los contratos a que se 
refiere el párrafo sexto del artículo 27 que se reforma por virtud de este Decreto.  
 
Cuarto. Dentro de los ciento veinte días naturales siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto, 
el Congreso de la Unión realizará las adecuaciones que resulten necesarias al marco jurídico, a fin de 
hacer efectivas las disposiciones del presente Decreto, entre ellas, regular las modalidades de 
contratación, que deberán ser, entre otras: de servicios, de utilidad o producción compartida, o de 
licencia, para llevar a cabo, por cuenta de la Nación, las actividades de exploración y extracción del 
petróleo  
y de los hidrocarburos sólidos, líquidos o gaseosos, incluyendo las que puedan realizar las empresas 
productivas del Estado con particulares, en términos de lo dispuesto por el artículo 27 de esta 
Constitución. En cada caso, el Estado definirá el modelo contractual que mejor convenga para maximizar 
los ingresos de la Nación.  
 
La ley establecerá las modalidades de las contraprestaciones que pagará el Estado a sus empresas 
productivas o a los particulares por virtud de las actividades de exploración y extracción del petróleo y de 
los demás hidrocarburos que hagan por cuenta de la Nación. Entre otras modalidades de 
contraprestaciones, deberán regularse las siguientes: I) en efectivo, para los contratos de servidos; II) 
con un porcentaje de la utilidad, para los contratos de utilidad compartida; III) con un porcentaje de la 
producción obtenida, para los contratos de producción compartida; IV) con la transmisión onerosa de los 
hidrocarburos una vez que hayan sido extraídos del subsuelo, para los contratos de licencia, o V) 
cualquier combinación de las anteriores. La Nación escogerá la modalidad de contraprestación atendiendo 
siempre a maximizar los ingresos para lograr el mayor beneficio para el desarrollo de largo plazo. 
Asimismo, la ley establecerá las contraprestaciones y contribuciones a cargo de las empresas productivas 

del Estado o los particulares y regulará los casos en que se les impondrá el pago a favor de la Nación por 
los productos extraídos que se les transfieran.  
 
Quinto. Las empresas productivas del Estado que cuenten con una asignación o suscriban un contrato 
para realizar actividades de exploración y extracción de petróleo y demás hidrocarburos sólidos, líquidos o 
gaseosos, así como los particulares que suscriban un contrato con el Estado o alguna de sus empresas 
productivas del Estado, para el mismo fin, conforme a lo establecido en el presente Decreto, podrán 
reportar para efectos contables y financieros la asignación o contrato correspondiente y sus beneficios 
esperados, siempre y cuando se afirme en las asignaciones o contratos que el petróleo y todos los 
hidrocarburos sólidos, líquidos o gaseosos, que se encuentren en el subsuelo, son propiedad de la Nación.  
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Lo dispuesto en el párrafo anterior será aplicable a Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios 
durante el periodo de transición a que se refiere el transitorio tercero del presente Decreto.  
 
Sexto. La Secretaría del ramo en materia de Energía, con la asistencia técnica de la Comisión Nacional de 
Hidrocarburos, será la encargada de adjudicar a Petróleos Mexicanos las asignaciones a que se refiere el 
párrafo séptimo del artículo 27 de esta Constitución.  

 
El organismo deberá someter a consideración de la Secretaría del ramo en materia de Energía la 
adjudicación de las áreas en exploración y los campos que estén en producción, que esté en capacidad de 
operar, a través de asignaciones. Para lo anterior, deberá acreditar que cuenta con las capacidades 
técnicas, financieras y de ejecución necesarias para explorar y extraer los hidrocarburos de forma 
eficiente y competitiva. La solicitud se deberá presentar dentro de los noventa días naturales siguientes a 
la entrada en vigor del presente Decreto.  
 
La Secretaría del ramo en materia de Energía revisará la solicitud, con la asistencia técnica de la Comisión 
Nacional de Hidrocarburos, y emitirá la resolución correspondiente dentro del plazo de ciento ochenta días 
naturales posteriores a la fecha de la solicitud de Petróleos Mexicanos, estableciendo en la misma la 
superficie, profundidad y vigencia de las asignaciones procedentes. Lo anterior tomando en cuenta, entre 
otros, los siguientes aspectos:  
 

a) Para asignaciones de exploración de hidrocarburos: en las áreas en las que, a la fecha de 
entrada en vigor del presente Decreto, Petróleos Mexicanos haya realizado descubrimientos 
comerciales o inversiones en exploración, será posible que, con base en su capacidad de 
inversión y sujeto a un plan claramente establecido de exploración de cada área asignada, 
continúe con los trabajos en un plazo de tres años, prorrogables por un período máximo de 
dos años en función de las características técnicas del campo de que se trate y del 
cumplimiento de dicho plan de exploración, y en caso de éxito, que continúe con las 
actividades de extracción. De no cumplirse con el plan de exploración, el área en cuestión 
deberá revertirse al Estado.  
 
b) Para asignaciones de extracción de hidrocarburos: Petróleos Mexicanos mantendrá sus 
derechos en cada uno de los campos que se encuentren en producción a la fecha de entrada 
en vigor del presente Decreto. Deberá presentar un plan de desarrollo de dichos campos que 
incluya descripciones de los trabajos e inversiones a realizar, justificando su adecuado 
aprovechamiento y una producción eficiente y competitiva.  

 
Para la determinación de las características establecidas en cada asignación de extracción de 

hidrocarburos se considerará la coexistencia de distintos campos en un área determinada. Con base en lo 
anterior, se podrá establecer la profundidad específica para cada asignación, de forma que las actividades 
extractivas puedan ser realizadas, por separado, en aquellos campos que se ubiquen en una misma área 
pero a diferente profundidad, con el fin de maximizar el desarrollo de recursos prospectivos en beneficio 
de la Nación.  
 
En caso de que, como resultado del proceso de adjudicación de asignaciones para llevar a cabo las 
actividades de exploración y extracción del petróleo y de los hidrocarburos sólidos, líquidos o gaseosos a 
que hace mención este transitorio, se llegaran a afectar inversiones de Petróleos Mexicanos, éstas serán 
reconocidas en su justo valor económico en los términos que para tal efecto disponga la Secretaría del 
ramo en materia de Energía. El Estado podrá determinar una contraprestación al realizar una asignación. 
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Las asignaciones no podrán ser transferidas sin aprobación de la Secretaría del ramo en materia de 
Energía.  
 
Petróleos Mexicanos podrá proponer a la Secretaría del ramo en materia de Energía, para su autorización, 
la migración de las asignaciones que se le adjudiquen a los contratos a que se refiere el artículo 27, 
párrafo séptimo, de esta Constitución. Para ello, la Secretaría del ramo en materia de Energía contará con 

la asistencia técnica de la Comisión Nacional de Hidrocarburos.  
 
En la migración de las asignaciones a contratos, cuando Petróleos Mexicanos elija contratar con 
particulares, a fin de determinar al particular contratista, la Comisión Nacional de Hidrocarburos llevará a 
cabo la licitación en los términos que disponga la ley. La ley preverá, al menos, que la Secretaría del ramo 
en materia de Energía establezca los lineamientos técnicos y contractuales, y que la Secretaría del ramo 
en materia de Hacienda será la encargada de establecer las condiciones fiscales. En estos casos, la 
administración del contrato estará sujeta a las mismas autoridades y mecanismos de control que aplicarán 
a los contratos suscritos por el Estado.  
 
Séptimo. Para promover la participación de cadenas productivas nacionales y locales, la ley establecerá, 
dentro del plazo previsto en el transitorio cuarto, las bases y los porcentajes mínimos del contenido 
nacional en la proveeduría para la ejecución de las asignaciones y contratos a que se refiere el presente 
Decreto.  
 
La ley deberá establecer mecanismos para fomentar la industria nacional en las materias de este Decreto.  
 
Las disposiciones legales sobre contenido nacional deberán ajustarse a lo dispuesto en los tratados 
internacionales y acuerdos comerciales suscritos por México.  
 
Octavo. Derivado de su carácter estratégico, las actividades de exploración y extracción del petróleo y de 
los demás hidrocarburos, así como el servido público de transmisión y distribución de energía eléctrica, a 
que se refiere el presente Decreto se consideran de interés social y orden público, por lo que tendrán 
preferencia sobre cualquier otra que implique el aprovechamiento de la superficie y del subsuelo de los 
terrenos afectos a aquéllas.  
 
La ley preverá los términos y las condiciones generales de la contraprestación que se deberá cubrir por la 
ocupación o afectación superficial o, en su caso, la indemnización respectiva.  
 
Los títulos de concesiones mineras que se encuentren vigentes a la entrada en vigor de este Decreto y 
aquellos que se otorguen con posterioridad, no conferirán derechos para la exploración y extracción del 

petróleo y los demás hidrocarburos sólidos, líquidos o gaseosos, sin perjuicio de los derechos previstos en 
sus propias concesiones. Los concesionarios deberán permitir la realización de estas actividades.  
 
La ley preverá, cuando ello fuere técnicamente posible, mecanismos para facilitar la coexistencia de las 
actividades mencionadas en el presente transitorio con otras que realicen el Estado o los particulares.  
 
Noveno. Dentro del plazo previsto en el transitorio cuarto del presente Decreto, el Congreso de la Unión 
realizará las adecuaciones al marco jurídico, a fin de establecer que los contratos y las asignaciones que el 
Estado suscriba con empresas productivas del Estado o con particulares para llevar a cabo, por cuenta de 
la Nación, las actividades de exploración y extracción del petróleo y de los hidrocarburos sólidos, líquidos 
o gaseosos, serán otorgados a través de mecanismos que garanticen la máxima transparencia, por lo que 
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se preverá que las bases y reglas de los procedimientos que se instauren al efecto, serán debidamente 
difundidas y públicamente consultables.  
 
Asimismo, la ley preverá y regulará:  
 

a) Que los contratos cuenten con cláusulas de transparencia, que posibiliten que cualquier 

interesado los pueda consultar;  
 
b) Un sistema de auditorías externas para supervisar la efectiva recuperación, en su caso, de 
los costos incurridos y demás contabilidad involucrada en la operación de los contratos, y  
 
c) La divulgación de las contraprestaciones, contribuciones y pagos previstos en los 
contratos.  
 

Décimo. Dentro del plazo previsto en el transitorio cuarto del presente Decreto, el Congreso de la Unión 
realizará las adecuaciones que resulten necesarias al marco jurídico a fin de establecer, entre otras, las 
siguientes atribuciones de las dependencias y órganos de la Administración Pública Federal:  
 

a) A la Secretaría del ramo en materia de Energía: establecer, conducir y coordinar la política 
energética, la adjudicación de asignaciones y la selección de áreas que podrán ser objeto de 
los contratos a que se refiere el párrafo séptimo del artículo 27 de esta Constitución, con la 
asistencia técnica de la Comisión Nacional de Hidrocarburos; el diseño técnico de dichos 
contratos y los lineamientos técnicos que deberán observarse en el proceso de licitación; así 
como el otorgamiento de permisos para el tratamiento y refinación del petróleo, y 
procesamiento de gas natural. En materia de electricidad, establecerá los términos de 
estricta separación legal que se requieren para fomentar el acceso abierto y la operación 
eficiente del sector eléctrico y vigilará su cumplimiento.  
 
b) A la Comisión Nacional de Hidrocarburos: la prestación de asesoría técnica a la Secretaría 
del ramo en materia de Energía; la recopilación de información geológica y operativa; la 
autorización de servicios de reconocimiento y exploración superficial; la realización de las 
licitaciones, asignación de ganadores y suscripción de los contratos para las actividades de 
exploración y extracción de hidrocarburos sólidos, líquidos o gaseosos; la administración en 
materia técnica de asignaciones y contratos; la supervisión de los palanes de extracción 
maximicen la productividad del campo en el tiempo, y la regulación en materia de 
exploración y extracción de hidrocarburos.  
 

c) A la Comisión Reguladora de Energía: en materia de hidrocarburos, la regulación y el 
otorgamiento de permisos para el almacenamiento, el transporte y la distribución por ductos 
de petróleo, gas, petrolíferos y petroquímicos; la regulación de acceso de terceros a los 
ductos de transporte y al almacenamiento de hidrocarburos y sus derivados, y la regulación 
de las ventas de primera mano de dichos productos. En materia de electricidad, la regulación 
y el otorgamiento de permisos para la generación, así como las tarifas de porteo para 
transmisión y distribución.  
 
d) A la Secretaría del ramo en materia de Hacienda, entre otras, el establecimiento de las 
condiciones económicas de las licitaciones y de los contratos a que se refiere el presente 
Decreto relativas a los términos fiscales que permitan a la Nación obtener en el tiempo 
ingresos que contribuyan a su desarrollo de largo plazo.  
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La ley establecerá los actos u omisiones que den lugar a la imposición de sanciones, el procedimiento 
para ello, así como las atribuciones de cada dependencia u órgano para imponerlas y ejecutarlas.  
 
Lo anterior, sin perjuicio de las demás facultades que a dichas autoridades les otorguen las leyes, en 
estas materias.  

 
La ley definirá los mecanismos para garantizar la coordinación entre los órganos reguladores en materia 
de energía y la Administración Pública Federal, para que, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
emitan sus actos y resoluciones de conformidad con las políticas públicas del Ejecutivo Federal.  
 
Décimo Primero.-Dentro del plazo previsto en el transitorio cuarto del presente Decreto, el Congreso de 
la Unión realizará las adecuaciones al marco jurídico a fin de regular las modalidades de contratación para 
que los particulares, por cuenta de la Nación, lleven a cabo, entre otros, el financiamiento, instalación, 
mantenimiento, gestión, operación y ampliación de la infraestructura necesaria para prestar el servicio 
público de transmisión y distribución de energía eléctrica, en términos de lo dispuesto en este Decreto.  
 
Décimo Segundo. Dentro del mismo plazo previsto en el transitorio cuarto del presente Decreto, el 
Congreso de la unión realizará las adecuaciones al marco jurídico para que la Comisión Nacional de 
Hidrocarburos y la Comisión Reguladora de Energía, se conviertan en órganos reguladores coordinados en 
la materia, con personalidad jurídica propia, autonomía técnica y de gestión; asimismo, podrán disponer 
de los ingresos derivados de las contribuciones y aprovechamientos que la ley establezca por sus servicios 
en la emisión y administración de los permisos, autorizaciones, asignaciones y contratos, así como por los 
servicios relacionados con el Centro Nacional de Información de Hidrocarburos, que correspondan 
conforme a sus atribuciones, para financiar un presupuesto total que les permita cumplir con sus 
atribuciones. Para lo anterior, las leyes preverán, al menos:  
 

a) Que si al finalizar el ejercicio presupuestario, existiera saldo remanente de ingresos 
propios excedentes, la comisión respectiva instruirá su transferencia a un fideicomiso 
constituido para cada una de éstas por la Secretaría del ramo en materia de Energía, donde 
una institución de la banca de desarrollo operará como fiduciario.  
 
b) Que las comisiones respectivas instruirán al fiduciario la aplicación de los recursos de 
estos fideicomisos a la cobertura de gastos necesarios para cumplir con sus funciones en 
posteriores ejercicios respetando los principios a los que hace referencia el artículo 134 de 
esta Constitución y estando sujetos a la evaluación y el control  
de los entes fiscalizadores del Estado.  

 
c) En el caso de la Comisión Nacional de Hidrocarburos, se dará prioridad al desarrollo y 
mantenimiento del Centro Nacional de Información de Hidrocarburos, mismo que contendrá 
al menos la información de los estudios sísmicos, así como los núcleos de roca, obtenidos de 
los trabajos de exploración y extracción de hidrocarburos del país.  

 
Los fideicomisos no podrán acumular recursos superiores al equivalente de tres veces el presupuesto 
anual de la Comisión de que se trate, tomando como referencia el presupuesto aprobado para el último 
ejercicio fiscal. En caso de que existan recursos adicionales, éstos serán transferidos a la Tesorería de la 
Federación.  
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Los fideicomisos a que hace referencia este transitorio estarán sujetos a las obligaciones en materia de 
transparencia conforme a la ley de la materia. Asimismo, cada Comisión deberá publicar en su sitio 
electrónico, por lo menos de manera trimestral, los recursos depositados en el fideicomiso respectivo, así 
como el uso y destino de dichos recursos y demás información que sea de interés público.  
 
La Cámara de Diputados realizará las acciones necesarias para proveer de recursos presupuéstales a las 

comisiones, con el fin de que éstas puedan llevar a cabo su cometido. El Presupuesto aprobado deberá 
cubrir los capítulos de servicios personales, materiales y suministros, así como de servicios generales, 
necesarios para cumplir con sus funciones.  
 
Décimo Tercero. En el plazo de ciento veinte días naturales siguientes a la entrada en vigor del presente 
Decreto, el Congreso de la Unión realizará las adecuaciones al marco jurídico, a fin de establecer que los 
comisionados de la Comisión Nacional de Hidrocarburos y de la Comisión Reguladora de Energía sólo 
podrán ser removidos de su encargo por las causas graves a que se establezcan al efecto; que podrán ser 
designados, nuevamente, por única ocasión para cubrir un segundo período, y que su renovación se 
llevará a cabo de forma escalonada, a fin de asegurar el debido ejercicio de sus atribuciones.  
 
Los actuales comisionados concluirán los periodos para los que fueron nombrados, sujetándose a lo 
dispuesto en el párrafo anterior. Para nombrar a los comisionados de la Comisión Nacional de 
Hidrocarburos y de la Comisión Reguladora de Energía, el Presidente de la República someterá una terna 
a consideración del Senado, el cual, previa comparecencia de las personas propuestas, designará al 
comisionado que deberá cubrir la vacante. La designación se hará por el voto de las dos terceras partes 
de los miembros del Senado presentes, dentro del improrrogable plazo de treinta días. Si el Senado no 
resolviere dentro de dicho plazo, ocupará el cargo de comisionado la persona que, dentro de dicha terna, 
designe el Presidente de la República.  
 
En caso de que la Cámara de Senadores rechace la totalidad de la terna propuesta, el Presidente de la 
República, someterá una nueva, en los términos del párrafo anterior. Si esta segunda terna fuera 
rechazada, ocupará el cargo la persona que dentro de dicha terna designe el Presidente de la República.  
 
Se nombrarán dos nuevos comisionados por cada Comisión, de manera escalonada, en los términos de los 
dos párrafos anteriores.  
 
Décimo Cuarto. El Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo será un fideicomiso 
público en el que el Banco de México fungirá como fiduciario. La Secretaría del ramo en materia de 
hacienda realizará las acciones para la constitución y funcionamiento del fideicomiso público referido, una 
vez que se expidan las normas a que se refiere el transitorio cuarto del presente Decreto.  

 
El Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo será el encargado de recibir todos los 
ingresos, con excepción de los impuestos, que correspondan al Estado Mexicano derivados de las 
asignaciones y contratos a que se refiere el párrafo séptimo del artículo 27 de esta Constitución. Los 
ingresos se administrarán y distribuirán conforme a la siguiente prelación y conforme se establezca en la 
ley para:  
 

1. Realizar los pagos establecidos en dichas asignaciones y contratos.  
 
2. Realizar las transferencias a los Fondos de Estabilización de los Ingresos Petroleros y de 
Estabilización de los Ingresos de las Entidades Federativas. Una vez que el Fondo de 



 
 

CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, 

LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA 

 

 
 

 

Estabilización de los Ingresos Petroleros, o su equivalente, haya alcanzado su límite máximo, 
los recursos asignados al Fondo se destinarán al ahorro  
de largo plazo mencionado en el numeral 5. Dentro de los ciento veinte días naturales 
siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto, el Congreso de la Unión realizará las 
adecuaciones que resulten necesarias al marco jurídico en materia del límite máximo del 
Fondo de Estabilización de los Ingresos Petroleros y del  

Derecho sobre Hidrocarburos para el Fondo de Estabilización.  
 
3. Realizar las transferencias al Fondo de Extracción de Hidrocarburos; a los fondos de 
investigación en materia de hidrocarburos y sustentabilidad energética, y en materia de 
fiscalización petrolera.  
 
4. Transferir a la Tesorería de la Federación los recursos necesarios para que los ingresos 
petroleros del Gobierno Federal que se destinan a cubrir el Presupuesto de Egresos de la 
Federación de cada año, se mantengan en el cuatro punto siete por ciento del Producto 
Interno Bruto, que corresponde a la razón equivalente a la observada para los ingresos 
petroleros del año 2013. Para lo anterior, se consideran los rubros siguientes: Derecho 
ordinario sobre hidrocarburos, Derecho sobre hidrocarburos para el Fondo de Estabilización, 
Derecho extraordinario sobre exportación de petróleo crudo, Derecho para la investigación 
científica y tecnológica en materia de energía. Derecho para la fiscalización petrolera. 
Derecho sobre extracción de hidrocarburos. Derecho para regular y supervisar la exploración 
y explotación de hidrocarburos. Derecho especial sobre hidrocarburos y Derecho adicional 
sobre hidrocarburos. Para efectos del cumplimiento del monto establecido en este numeral, 
se considerarán incluidos los recursos transferidos acorde a los numerales 2 y 3.  
 
5. Destinar recursos al ahorro de largo plazo, incluyendo inversión en activos financieros.  

 
Únicamente cuando el saldo de las inversiones en ahorro público de largo plazo, sea igual o mayor al tres 
por ciento del Producto Interno Bruto del año previo al que se trate, el Comité Técnico del Fondo podrá 
destinar recursos del saldo acumulado del Fondo para lo siguiente:  
 

a) Hasta por un monto equivalente a diez por ciento del incremento observado el año 
anterior en el saldo del ahorro de largo plazo, al Fondo para el sistema de pensión universal 
conforme a lo que señale su ley;  
 
b) Hasta por un monto equivalente a diez por ciento del incremento observado el año 
anterior en el saldo del ahorro de largo plazo, para financiar proyectos de inversión en 

ciencia, tecnología e innovación, y en energías renovables;  
 
c) Hasta por un monto equivalente a treinta por ciento de! incremento observado el año 
anterior en el saldo del ahorro de largo plazo, en fondear un vehículo de inversión 
especializado en proyectos petroleros, sectorizado en la Secretaría del ramo en materia de 
Energía y, en su caso, en Inversiones en infraestructura para el desarrollo nacional, y  
 
d) Hasta por un monto equivalente a diez por ciento del incremento observado el año 
anterior en el saldo del ahorro de largo plazo; en becas para la formación de capital humano 
en universidades y posgrados; en proyectos de mejora a la conectividad; así como para el 
desarrollo regional de la industria. Con excepción del programa de becas, no podrán 
emplearse recursos para gasto corriente.  
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La Asignación de recursos que corresponda a los incisos a), b), c) y d) anteriores no deberán tener como 
consecuencia que el saldo destinado a ahorro de largo plazo se reduzca por debajo de tres por ciento de 
Producto Interno Bruto del año anterior. Sujeto a lo anterior y con la aprobación de las dos terceras 
partes de los miembros presentes, la Cámara de Diputados podrá modificar los límites y los posibles 
destinos mencionados en los incisos a), b), c) y d) de este numeral. Una vez que el saldo acumulado del 

ahorro público de largo plazo sea equivalente o superior al diez por ciento del Producto Interno Bruto del 
año previo al que se trate, los rendimientos financieros reales anuales asociados a los recursos del Fondo 
Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo destinados a ahorro de largo plazo serán 
transferidos a la Tesorería de la Federación. Los recursos transferidos a estos destinos serán adicionales a 
las transferencias que se realicen de acuerdo al numeral 4 del presente transitorio.  
 
En caso de una reducción significativa en los ingresos públicos, asociada a una caída en el Producto 
Interno Bruto, a una disminución pronunciada en el precio del petróleo o a una caída en la plataforma de 
producción de petróleo, y una vez que se hayan agotado los recursos en el Fondo de Estabilización de los 
Ingresos Petroleros o su equivalente, la Cámara de Diputados podrá aprobar, mediante votación de las 
dos terceras partes de sus miembros presentes, la integración de recursos de ahorro público de largo 
plazo al Presupuesto de Egresos de la Federación, aún cuando el saldo de ahorro de largo plazo se 
redujera por debajo de tres por ciento del Producto Interno Bruto del año anterior. La integración de 
estos recursos al Presupuesto de Egresos de la Federación se considerarán incluidos en la transferencia 
acorde con el numeral 4 del presente transitorio.  
 
El Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo estará sujeto a las obligaciones en 
materia de transparencia de conformidad con la ley. Asimismo, deberá publicar por medios electrónicos y 
por lo menos de manera trimestral, la información que permita dar seguimiento a los resultados 
financieros de las asignaciones y los contratos a que se refiere el párrafo séptimo del artículo 27 de esta 
Constitución, así como el destino de los ingresos del Estado Mexicano conforme a los párrafos anteriores.  
 
El Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo se constituirá durante 2014 y 
comenzará sus operaciones en el 2015.  
 
Décimo Quinto.- El Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo contará con un 
Comité Técnico integrado por tres miembros representantes del Estado y cuatro miembros 
independientes. Los miembros representantes del Estado serán los titularles de las Secretarías de los 
ramos en materia de Hacienda y de Energía, así como el Gobernador del Banco de México. Los miembros 
independientes serán nombrados por el titular del Ejecutivo Federal, con aprobación de las dos terceras 
partes de los miembros presentes del Senado de la República. El titular de la Secretaría del ramo en 

materia de Hacienda fungirá como Presidente del Comité Técnico.  
 
El Comité Técnico del Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo tendrá, entre 
otras, las siguientes atribuciones:  
 

a) Determinar la política de inversiones para los recursos de ahorro de largo plazo de 
conformidad con lo establecido en el numeral 5 del transitorio anterior.  
 
b) Instruir a la institución fiduciaria para que realice las transferencias a la Tesorería de la 
Federación de conformidad con lo establecido en el transitorio anterior.  
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c) Recomendar a la Cámara de Diputados, a más tardar el veintiocho de febrero de cada 
año, la asignación de los montos correspondientes a los rubros generales establecidos en los 
incisos a), b), c) y d) del transitorio anterior. La Cámara de Diputaos aprobará, con las 
modificaciones que estime convenientes, la asignación antes mencionada. En este proceso, la 
Cámara de Diputados no podrá asignar recursos a proyectos o programas específicos. En 
caso de que la Cámara de Diputados no se pronuncie acerca de la recomendación del Comité 

Técnico a más tardar el treinta de abril del mismo año, se considerará aprobada. Con base 
en la asignación aprobada por la Cámara de Diputados, el Ejecutivo Federal determinará los 
proyectos y programas específicos a los que se asignarán los recursos en cada rubro, para su 
inclusión en el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación del año de que se trate. 
En el proceso de aprobación de dicho Proyecto, la Cámara de Diputados podrá reasignar los 
recursos destinados a los proyectos específicos dentro de cada rubro, respetando la 
distribución de recursos en rubros generales que ya se hayan aprobado.  

 
Lo anterior sin perjuicio de otros recursos que se establezcan en el Presupuesto de Egresos 
de la Federación para proyectos y programas de inversión.  

 
Décimo Sexto. Dentro de los plazos que se señalan a continuación, el Poder Ejecutivo Federal deberá 
proveer los siguientes decretos:  
 

a) A más tardar dentro de los doce meses siguientes a la entrada en vigor de la Ley 
Reglamentaria del artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo, emitirá el Decreto de 
creación del organismo público descentralizado denominado Centro Nacional de Control del 
Gas Natural, encargado de la operación del sistema nacional de ductos de transporte y 
almacenamiento. En dicho Decreto se establecerá la organización, funcionamiento y 
facultades del citado Centro.  
 
El Decreto proveerá lo necesario para que Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios 
o divisiones transfieran los recursos necesarios para que el Centro Nacional de Control del 
Gas Natural adquiera y administre la infraestructura para el transporte por ducto y 
almacenamiento de gas natural que tengan en propiedad para dar el servicio a los usuarios 
correspondientes.  
 
El Decreto también preverá que Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios, 
transfieran de forma inmediata al Centro Nacional de Control del Gas Natural los contratos 
que tengan suscritos, a efecto de que el Centro sea quien los administre.  
 

El Centro Nacional de Control del Gas Natural dará a Petróleos Mexicanos el apoyo necesario, 
hasta por doce meses posteriores a su creación, para que continúe operando la 
infraestructura para el transporte por ducto y almacenamiento de gas natural que le brinde 
servicio en condiciones de continuidad, eficiencia y seguridad.  
 
b) A más tardar dentro de los doce meses siguientes a la entrada en vigor de la ley 
reglamentaria de la industria eléctrica, emitirá el Decreto por el que se crea el Centro 
Nacional de Control de Energía como organismo público descentralizado, encargado del 
control operativo del sistema eléctrico nacional; de operar el mercado eléctrico mayorista; del 
acceso abierto y no indebidamente discriminatorio a la red nacional de transmisión y las 
redes generales de distribución, y las demás facultades que se determinen en la ley y en su 
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Decreto de creación. En dicho Decreto se establecerá la organización, funcionamiento y 
facultades del citado Centro.  
 
El Decreto proveerá lo conducente para que la Comisión Federal de Electricidad transfiera los 
recursos que el Centro Nacional de Control de Energía requiera para el cumplimiento de sus 
facultades.  

 
El Centro Nacional de Control de Energía dará a la Comisión Federal de Electricidad el apoyo 
necesario, hasta por doce meses posteriores a su creación, para que continúe operando sus 
redes del servicio público de transmisión y distribución en condiciones de continuidad, 
eficiencia y seguridad.  

 
Décimo Séptimo. Dentro de los trescientos sesenta y cinco días naturales siguientes a la entrada en 
vigor del presente Decreto, el Congreso de la Unión realizará las adecuaciones al marco jurídico, para 
establecer las bases en que las que el Estado procurará la protección y cuidado del medio ambiente, en 
todos los procesos relacionados con la materia del presente Decreto en los que intervengan empresas 
productivas del Estado, los particulares o ambos, mediante la incorporación de criterios y mejores 
prácticas en los temas de eficiencia en el uso de energía, disminución en la generación de gases y 
compuestos de efecto invernadero, eficiencia en el uso de recursos naturales, baja generación de residuos 
y emisiones, así como la menor huella de carbono en todos sus procesos.  
 
En materia de electricidad, la ley establecerá a los participantes de la industria eléctrica obligaciones de 
energías limpias y reducción de emisiones contaminantes.  
 
Décimo Octavo. El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría del ramo en materia de Energía y en 
un plazo no mayor a trescientos sesenta y cinco días naturales contados a partir de la entrada en vigor 
del presente Decreto, deberá incluir en el Programa Nacional para el Aprovechamiento Sustentable de la 
Energía, una estrategia de transición para promover el uso de tecnologías y combustibles más limpios.  
 
Dentro del plazo previsto en el transitorio cuarto del presente Decreto, el Congreso de la Unión emitirá 
una ley que tenga por objeto regular el reconocimiento, la exploración y la explotación de recursos 
geotérmicos para el aprovechamiento de la energía del subsuelo dentro de los límites del territorio 
nacional, con el fin de generar energía eléctrica o destinarla a usos diversos.  
 
Décimo Noveno. Dentro del plazo previsto en el transitorio cuarto del presente Decreto, el Congreso de 
la Unión realizará las adecuaciones al marco jurídico para crear la Agencia Nacional de Seguridad 
Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos, como órgano administrativo 

desconcentrado de la Secretaría del ramo en materia de Medio Ambiente, con autonomía técnica y de 
gestión, que disponga de los ingresos derivados de las contribuciones y aprovechamientos que la ley 
establezca por sus servicios para financiar un presupuesto total que le permita cumplir con sus 
atribuciones.  
 
La Agenda tendrá dentro de sus atribuciones regular y supervisar, en materia de seguridad industrial, 
operativa y protección al medio ambiente, las instalaciones y actividades del sector hidrocarburos, 
incluyendo las actividades de desmantelamiento y abandono de instalaciones, así como el control integral 
de residuos. En la organización, funcionamiento y facultades de la Agencia, se deberá prever al menos:  
 

a) Que si al finalizar el ejercicio presupuestario, existiera saldo remanente de ingresos 
propios excedentes, la Agencia instruirá su transferencia a un fideicomiso constituido por la 
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Secretaría del ramo en materia de Medio Ambiente, donde una institución de la banca de 
desarrollo operará como fiduciario.  
 
b) Que la Agencia instruirá al fiduciario la aplicación de los recursos de este fideicomiso a la 
cobertura de gastos necesarios para cumplir con sus funciones en posteriores ejercicios 
respetando los principios a los que hace referencia el artículo 134 de esta Constitución y 

estando sujeta a la evaluación y el control de los entes fiscalizadores del Estado.  
 
El fideicomiso no podrá acumular recursos superiores al equivalente de tres veces el presupuesto anual de 
la Agencia, tomando como referencia el presupuesto aprobado para el último ejercicio fiscal. En caso de 
que existan recursos adicionales, éstos serán transferidos a la Tesorería de la Federación.  
 
El fideicomiso a que hace referencia este transitorio estará sujeto a las obligaciones en materia de 
transparencia derivadas de la ley. Asimismo, la Agencia deberá publicar en su sitio electrónico, por lo 
menos de manera trimestral, los recursos depositados en el fideicomiso, así como el uso y destino de 
dichos recursos.  
 
La Cámara de Diputados realizará las acciones necesarias para proveer de recursos presupuéstales a la 
Agencia, con el fin de que ésta pueda llevar a cabo su cometido. El presupuesto aprobado deberá cubrir 
los capítulos de servicios personales, materiales y suministros, así como de servicios generales, necesarios 
para cumplir con sus funciones.  
 
Vigésimo. Dentro del plazo previsto en el transitorio cuarto de este Decreto, el Congreso de la Unión 
realizará las adecuaciones al marco jurídico para regular a las empresas productivas del Estado, y 
establecerá al menos que:  
 

I. Su objeto sea la creación de valor económico e incrementar los ingresos de la Nación, con 
sentido de equidad y responsabilidad social y ambiental.  
 
II. Cuenten con autonomía presupuestal y estén sujetas sólo al balance financiero y al techo 
de servicios personales que, a propuesta de la Secretaría del ramo en materia de Hacienda, 
apruebe el Congreso de la Unión. Su régimen de remuneraciones será distinto del previsto en 
el artículo 127de esta Constitución.  
 
III. Su organización, administración y estructura corporativa sean acordes con las mejores 
prácticas a nivel internacional, asegurando su autonomía técnica y de gestión, así como un 
régimen especial de contratación para la obtención de los mejores resultados de sus 

actividades, de forma que sus órganos de gobierno cuenten con las facultades necesarias 
para determinar su arreglo institucional.  
 
IV. Sus órganos de gobierno se ajusten a lo que disponga la ley y sus directores sean 
nombrados y removidos libremente por el Titular del Ejecutivo Federal o, en su caso, 
removidos por el Consejo de Administración. Para el caso de empresas productivas del 
Estado que realicen las actividades de exploración y extracción de petróleo y demás 
hidrocarburos sólidos, líquidos o gaseosos en términos de lo previsto por el párrafo séptimo 
del artículo 27 de esta Constitución, la ley deberá establecer, entre otras disposiciones, que 
su Consejo de Administración se conforme de la siguiente manera: cinco consejeros del 
Gobierno Federal, incluyendo el Secretario del Ramo en materia de Energía quien lo presidirá 
y tendrá voto de calidad, y cinco consejeros independientes. 
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V. Se coordinen con el Ejecutivo Federal, a través de la dependencia competente, con objeto 
de que sus operaciones de financiamiento no conduzcan a un incremento en el costo de 
financiamiento del resto del sector público o bien, contribuyan a reducir las fuentes de 
financiamiento del mismo.  
 

VI. Cuenten, en términos de lo establecido en las leyes correspondientes, con un régimen 
especial en materia de adquisiciones, arrendamientos, servidos y obras públicas, 
presupuestaria, deuda pública, responsabilidades administrativas y demás que se requieran 
para la eficaz realización de su objeto, de forma que les permita competir con eficacia en la 
industria o actividad de que se trate.  

 
Una vez que los organismos descentralizados denominados Petróleos Mexicanos y sus organismos 
subsidiarios, y Comisión Federal de Electricidad, se conviertan en empresas productivas del Estado de 
conformidad con las leyes que se expidan para tal efecto en términos del transitorio tercero de este 
Decreto, no les serán aplicables las disposiciones relativas a la autonomía contenidas en las fracciones 
anteriores, sino hasta que conforme a las nuevas disposiciones legales se encuentren en funciones sus 
consejos de administración y estén en operación los mecanismos de fiscalización, transparencia y 
rendición de cuentas.  
 
Los consejeros profesionales de Petróleos Mexicanos en funciones a la entrada en vigor del presente 
Decreto permanecerán en sus cargos hasta la conclusión de los periodos por los cuales fueron 
nombrados, o bien hasta que dicho organismo se convierta en empresa productiva del Estado y sea 
nombrado el nuevo Consejo de Administración. Los citados consejeros podrán ser considerados para 
formar parte del nuevo Consejo de Administración de la empresa productiva del Estado, conforme al 
procedimiento que establezca la ley.  
 
Vigésimo Primero. Dentro del plazo previsto en el transitorio cuarto del presente Decreto, el Congreso 
de la Unión realizará las adecuaciones al marco jurídico, a fin de establecer los mecanismos legales 
suficientes para prevenir, investigar, identificar y sancionar severamente a los asignatarios, contratistas, 
permisionarios, servidores públicos, así como a toda persona física o moral, pública o privada, nacional o 
extranjera, que participen en el sector energético, cuando realicen actos u omisiones contrarios a la ley, 
entre otros, los que tengan como objeto o consecuencia directa o indirecta influir en la toma de decisión 
de un servidor público, del personal o de los consejeros de las empresas productivas del Estado para 
obtener un beneficio económico personal directo o indirecto.  
 
 

T R A N S I T O R I O S. 

 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y 

Justicia y de Energía y Minas de la Quincuagésimo Novena Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, 

Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Ricardo López Campos, (Coordinador), Dip. Fernando de la 

Fuente Villarreal (Secretario), Dip. Edmundo Gómez Garza,  Dip. Simón Hiram Vargas Hernández, Dip. Eliseo 

Francisco Mendoza Berrueto, Dip. José Refugio Sandoval Rodríguez, Dip. Norma Alicia Delgado Ortiz, Dip. José 

Luís Moreno Aguirre Dip. María del Rosario Bustos Butrón, Dip. Florestela Renteria Medina (Coordinador), 

Cuauhtémoc Arzola Hernández (Secretario), Dip. Fernando Simón Gutiérrez Pérez, Dip. Eliseo Francisco Mendoza 
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Berrueto Dip. Ana María Boone Godoy Dip. Manolo Jiménez Salinas En la Ciudad de Saltillo, Coahuila, a14 de 

diciembre de 2013. 
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GOMEZ GARZA 

 

 

A FAVOR EN CONTRA  

ABSTENCION    

SI CUALES 

 

 

 

 

 

 

   

 

DIP. ELISEO 

FRANCISCO 

MENDOZA BERRUETO 

 

A FAVOR EN CONTRA  

ABSTENCION    

SI CUALES 

 

 

 

 

 

 

   

 

DIP. MARIA DEL 

ROSARIO BUSTOS 

BUITRON 

 

A FAVOR EN CONTRA  

ABSTENCION    

SI CUALES 

 

 

 

 

 

 

   

 

DIP. JOSÉ REFUGIO 

SANDOVAL 

RODRIGUEZ 

 

A FAVOR EN CONTRA  

ABSTENCION    

SI CUALES 

 

 

 

 

 

   

 

DIP. SIMON HIRAM 

VARGAS HERNANDEZ 

 

 

 

A FAVOR EN CONTRA  

ABSTENCION    

SI CUALES 

 

 

 

 

 

 

   

 

DIP. NORMA ALICIA 

DELGADO ORTIZ 

 

 

A FAVOR EN CONTRA  

ABSTENCION    

SI CUALES 

 

 

 

 

 

 

   

 

DIP. JOSE LUIS 

MORENO AGUIRRE 

 

 

 

A FAVOR EN CONTRA  

ABSTENCION    

SI CUALES 

 

 

 

 

 

 

 

   

 



 
 

CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, 

LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA 

 

 
 

 

 

COMISION DE ENERGIA Y MINAS 

 

NOMBRE Y FIRMA VOTO RESERVA DE 

ARTICULOS 

DIP. FLORESTELA 

RENTERIA MEDINA 

(COORDINADOR) 

A FAVOR EN CONTRA  

ABSTENCION    

SI CUALES    

 

 

 

 

 

 

   

 

DIP. CUAUHTEMOC 

ARZOLA HERNANDEZ 

 

 

 

A FAVOR EN CONTRA  

ABSTENCION    

SI CUALES 

 

 

 

 

 

 

   

 

DIP. FERNANDO 

SIMON GUTIERREZ 

PEREZ 

 

 

A FAVOR EN CONTRA  

ABSTENCION    

SI CUALES 

 

 

 

 

 

 

   

 

DIP. ELISEO 

FRANCISCO 

MENDOZA BERRUETO 

 

 

A FAVOR EN CONTRA  

ABSTENCION    

SI CUALES 

 

 

 

 

 

 

 

   

 

DIP. ANA MARIA 

BOONE GODOY 

 

 

A FAVOR EN CONTRA  

ABSTENCION    

SI CUALES 

 

 

 

 

 

 

 

   

 

 
 

 


